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INTRODUCCIÓN

La idea de producir este trabajo nació de los autores como una manera de hacer un aporte a la 
comunidad empresarial y legal del país.

Convencidos como estamos de la utilidad y ventajas del arbitraje mercantil, hemos producido 
un texto a manera de un manual sencillo, básico podríamos decir, acerca de la práctica del arbitraje. 
Disculparán la simplicidad aquellos que dominan con mayor profundidad que los neófitos los temas 
que se tratan, pero la idea fue producir un texto sencillo, en el que los autores expresáramos los 
elementos básicos de un arbitraje a los que se enfrentan los empresarios y sus abogados cuando tienen 
que intervenir en un caso arbitral.

El diseño del textosigue las etapas en que se desarrolla el arbitraje: la fase prearbitral, la fase 
arbitral, el laudo, la impugnación y la ejecución del laudo, con unos breves comentarios, al principio, 
sobre el contrato arbitral y algunas generalidades básicas que pueden ser de utilidad para quienes no 
suelen trabajar en éste campo del derecho.

Hemos explicado no solamente la teoría, sino también los aspectos prácticos que vemos 
continuamente en la práctica, y que expresamos, a veces, a manera de guías de comportamiento para 
el litigante.

Los autores, que somos litigantes y árbitros, vemos con frecuencia a litigantes que, a falta de 
mayor conocimiento, conciben el arbitraje como otro proceso civil más, y pretenden aplicar el Código 
Procesal Civil, en lugar el reglamento correspondiente, o que gastan inútilmente tiempo y energías 
atacando resoluciones administrativas, o se enfrascan en discusiones inconducentes con el tribunal 
arbitral. 

En fin, en estas escuetas líneas puede encontrar quien así lo necesite una guía básica de cómo 
entender la esencia del proceso arbitral, algunos consejos procesales de suma utilidad, y los conceptos 
elementales, útiles para un buen desempeño en caso de tener que resolver un conflicto a través de un 
proceso arbitral.

El Centro Iberoamericano de Arbitraje (CIAR), –una de cuyas sedes es el Colegio de Abogados de 
Costa Rica– y sobre todo su actual Presidente, el Dr. Javier Íscar de Hoyos, acogió la idea de promover 
la publicación de este texto, y con ello, ampliar el aporte de los autores, incluyendo también aspectos 
del arbitraje internacional.

Si bien el texto ha sido pensado en servir a la comunidad jurídica costarricense, no cabe duda de 
que las recomendaciones serán igualmente aplicables en otras jurisdicciones.
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PRIMERA PARTE: Arbitraje en Costa 
Rica

CAPITULO I
EL CONTRATO  ARBITRAL

Partes del proceso arbitral

El contrato base de la controversia será el 
que defina inicialmente quiénes son las partes del 
proceso arbitral. Generalmente el contrato arbitral 
se encuentra inmerso dentro de un contrato base, 
que es el que determina el tipo de relación que 
existe entre las partes, contrato que normalmente 
es de naturaleza comercial, como por ejemplo 
de franquicia, de distribución, de compraventa 
mercantil, de arrendamiento, etc.

Sin embargo, también existe la posibilidad 
de que, sin que exista contrato por previo, una 
vez surgida la controversia, las partes de común 
acuerdo decidan resolver la disputa por medio 
de un proceso arbitral. Más aún, en casos que ya 
se ha iniciado un proceso ante los Tribunales de 
Justicia, igualmente las partes tienen la potestad 
de renunciar a la jurisdicción ordinaria, a fin 
de que la controversia sea solucionada por un 
tribunal arbitral.

Existe también la figura de la “parte no 
signataria”, que es una parte que no ha firmado 
el contrato base, –y por tanto tampoco el contrato 
arbitral– pero que por su relación con el contrato 
base y su comportamiento en la ejecución 
pueda ser considerado como parte contractual y 
traído al arbitraje. En la jurisdicción arbitral se 
ha desarrollado la doctrina 1 de la extensión o 
aplicabilidad de la cláusula arbitral a las partes 

1  Ver el estudio al respecto desarrollado por Jorge Santistevan 
De Noriega en su artículo “Extensión del convenio arbitral 
a partes no signatarias: Expresión de la inevitabilidad del 
arbitraje”, en Revista Peruana de Arbitraje No. 8 del año 
2008, MAGNA Ediciones, Lima, Perú.

no signatarias, que aun no habiendo firmado el 
contrato en el cual está inserta la cláusula arbitral, 
en la realidad jurídica de la relación desarrollada 
en la ejecución del contrato, son verdaderas partes 
de esa realidad contractual. 

Esta teoría no solo tiene fundamentos 
académicos muy desarrollados, sino que también 
la podemos encontrar tanto en la jurisprudencia 
nacional como en la jurisprudencia 2 internacional 
3 y hasta en ciertas legislaciones extranjeras 4.

2  Caso CCI No. 7604-7610: “La extensión de los efectos 
jurídicos de un acuerdo arbitral a un tercero no-signatario, 
cuando las circunstancias del negocio en cuestión 
demuestren la existencia de una voluntad común de las partes 
en el proceso, de considerar a ese tercero como involucrado 
en una forma considerable o como una verdadera parte en 
el contrato que contiene la cláusula arbitral, o cuando las 
circunstancias permiten presumir que ese tercero aceptó el 
sometimiento a ese contrato especialmente si lo reconoció 
expresamente.” 
 (Ver, Collection of ICC Awards, 1996-2000, ed. Kluwer 
Law Internacional, pp. 510 y ss.). Caso CCI No. 5103: 
“Se cumplen las condiciones que llevan a reconocer la 
unidad del grupo económico, ya que todas las sociedades 
que lo componen tienen la misma participación, tanto real 
como aparente en una relación contractual internacional 
compleja, en la cual los intereses del grupo prevalecen por 
sobre el de cada una de ellas. La seguridad de las relaciones 
económicas internacionales exige que se tome en cuenta esa 
realidad económica y que todas las sociedades del grupo 
respondan conjunta y solidariamente por las deudas de las 
que ellas, directa o indirectamente, sacaron provecho” (Ver 
Collection of ICC Awards, 1986-1990, ed. Kluwer Law 
Internacional, pp. 361 y ss.)
3  Ver caso resuelto por la Cámara de Comercio Internacional 
(CCI) en el caso Dow Chemical c. Isover Saint Cobain, 
caso CCI No 4131, laudo interino de fecha 23 de setiembre 
de 1982. Collection of ICC, 1974-1985, Kluwer Law 
International, pp 151 y ss. También ver caso Thomson-
CSF S.A.C. American Arbitration Association, US Court of 
Appeals for Second Circuits in re Thomson – CSF, S.A. v. 
American Arbitration Association, 64 f. 3d 773, 776, 2 cir. 
1995.
4  Ver artículo 14 de la Ley Arbitral Peruana: “El convenio 
arbitral se extiende a aquellos cuyo consentimiento de 
someterse a arbitraje, según la buena fe, se determina 
por su participación activa y de manera determinante en 
la negociación, celebración, ejecución o terminación del 
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Respecto a la doctrina internacional, 
importantes tratadistas han desarrollado el tema 
partiendo de los principios recogidos en la Ley 
Modelo UNCITRAL, en la cual se basaron 
nuestros legisladores al momento de promulgar 
la Ley No. 8937, Ley sobre Arbitraje Comercial 
Internacional basada en la Ley Modelo de la 
Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho 
Mercantil Internacional CNUDMI, (en adelante 
LACI). En ese sentido, el artículo 7 de la Ley 
Modelo que es literalmente el mismo de nuestra 
LACI, establece que:

“ARTÍCULO 7.- Definición y forma del 
acuerdo de arbitraje

1) El “acuerdo de arbitraje” es un acuerdo 
por el que las partes deciden someter 
a arbitraje todas las controversias o 
ciertas controversias que hayan surgido o 
puedan surgir entre ellas respecto de una 
determinada relación jurídica, contractual 
o no contractual. El acuerdo de arbitraje 
podrá adoptar la forma de una cláusula 
compromisoria incluida en un contrato o la 
forma de un acuerdo independiente.

2) El acuerdo de arbitraje deberá constar por 
escrito. 

3) Se entenderá que el acuerdo de arbitraje 
es escrito cuando quede constancia de 
su contenido en cualquier forma, ya sea 
que el acuerdo de arbitraje o contrato se 
haya concertado verbalmente, mediante la 
ejecución de ciertos actos o por cualquier 
otro medio. 

4) El requisito de que un acuerdo de 
arbitraje conste por escrito se cumplirá 
con una comunicación electrónica, si 
la información en ella consignada es 

contrato que comprende el convenio arbitral o al que el 
convenio esté relacionado. Se extiende también a quienes 
pretendan derivar derechos o beneficios del contrato, según 
sus términos.”

accesible para su ulterior consulta. Por 
“comunicación electrónica” se entenderá 
toda comunicación que las partes hagan por 
medio de mensajes de datos. Por “mensaje 
de datos” se entenderá la información 
generada, enviada, recibida o archivada por 
medios electrónicos, magnéticos, ópticos o 
similares, como pueden ser, entre otros, el 
intercambio electrónico de datos, el correo 
electrónico, el telegrama, el télex o el telefax. 

5) Se entenderá que el acuerdo de arbitraje 
es escrito cuando esté consignado en un 
intercambio de escritos de demanda y 
contestación, en los que la existencia de un 
acuerdo sea afirmada por una parte sin ser 
negada por la otra. 

6) La referencia hecha en un contrato, a 
un documento que contenga una cláusula 
compromisoria, constituye un acuerdo de 
arbitraje por escrito, siempre que dicha 
referencia implique que esa cláusula forma 
parte del contrato.”

De ese artículo se desprende la intención de 
que toda interpretación del acuerdo arbitral se haga 
de una manera extensiva, es decir, favoreciendo 
la arbitrabilidad de las controversias, dando una 
mayor flexibilidad al convenio arbitral, quitándose 
ropajes innecesarios de formalidades estrictas y 
limitativas.

En este sentido, es muy importante tener 
presente y muy claro que la voluntad de las partes 
de aceptar la jurisdicción arbitral para resolver sus 
controversias está íntimamente ligada al principio 
rector del derecho comercial, que es el principio 
de buena fe contractual yva contra el abuso del 
derecho de las partes. Esa voluntad debe estar 
intrínsecamente ligada a la lealtad negocial.

Respecto a la aplicación del principio de 
buena fe al momento de determinar los alcances 
de la aplicabilidad de la cláusula arbitral, Ignacio 
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Suárez Anzorena indica: “…tanto en el ámbito 
de los tribunales arbitrales como en el de las 
cortes estatales, revela la recepción de distintas 
construcciones teóricas y soluciones que en casos 
particulares permiten extender los efectos de un 
acuerdo arbitral a partes no signatarias cuando 
las circunstancias así lo justifica, en aras de 
proteger el universal principio de la buena fe. 5”

En relación a la buena fe, Francisco González 
de Cossío explica que: “Si las partes – sin firmar 
un contrato que contenga un acuerdo arbitral – 
se avocan a cumplirlo, ello haría las vece de una 
convalidación del mismo, incluyendo la cláusula 
arbitral. Y argumentar, surgida la controversia, 
que las partes cumplieron selectivamente las 
obligaciones de dicho contrato sin desear verse 
vinculados por el acuerdo arbitral no sólo sería 
un argumento débil, sino contrario al deber de 
cumplir las obligaciones de buena fe, y el deber 
no actuar inconsistentemente en detrimento de 
una contraparte.” 6

Igualmente, los tratadistas internacionales 
y de gran renombre en la práctica arbitral, Alan 
Redfern y Martin Hunter, junto con Nigel Blackaby 
y Constantine Pratasides, han manifestado que: 

“El consentimiento de las partes es un requisito 
previo del arbitraje. Dicho consentimiento se 
instrumenta mediante el acuerdo arbitral que 
por lo general, como se analizó anteriormente, 
se celebra por escrito y está firmado por las 
partes. Sin embargo, la exigencia de que exista 
un acuerdo firmado y celebrado por escrito 
5  SUAREZ ANZORENA, C. IGNACIO, “Algunas notas 
sobre los grupos de sociedades y los alcances del acuerdo 
arbitral según la práctica internacional”, en: Revista 
Internacional de Arbitraje. No 2, Universidad de Sergio 
Arboleda: Comité Colombiano de Arbitraje y Legis, Enero 
– Junio 2005, pp. 57 – 58.
6  GONZALEZ DE COSSIO, Francisco. “La Nueva Forma 
del Acuerdo Arbitral: Otra Victoria del Consensualismo”. 
El Arbitraje en el Perú y el Mundo. Ediciones Magna. Lima, 
Perú. P. 218.

no excluye por completo la posibilidad que un 
acuerdo arbitral celebrado en forma adecuada 
entre dos o más partes obligue también a 
terceros.” 7 En el mismo sentido, el tratadista 
Roque Caivano, indica que “… puede decirse 
sin exagerar que, en abstracto, no hay dudas 
acerca de la posibilidad de incorporar al juicio 
arbitral a quien no ha sido firmante de la cláusula 
arbitral, solo el hecho de no ser firmante directo 
del acuerdo no implica que no pueda verse 
obligado por sus efectos.” 8, el mismo profesor 
Caivano en otro estudio académico sobre el tema 
indica: “…hay casos en que se admite que sujetos 
que no han sido parte stricto sensu del acuerdo 
arbitral, san obligados a participar en el proceso 
arbitral. En rigor de verdad, se trata de personas 
que tienen una relación especial con quienes han 
otorgado el acuerdo arbitral, que los convierte 
en una categoría especial de “terceros”, que por 
alguna razón pueden considerarse “asimilados a 
las partes”.” 9

Tenemos así cómo puede considerarse 
parte del proceso arbitral a un “no signatario”, 
lo cual debe ser analizado con sumo cuidado 
por el tribunal arbitral previo a ser aceptado en 
el proceso, y es la parte que trata de aplicar la 
cláusula a una parte no signataria la que corre con 
la carga de la prueba respecto a esta aplicación. 
Es muy importante tener presente que el tribunal 
debe analizar con especial cuidado este tipo de 
situaciones a efecto de no traer al proceso arbitral 
a terceros que no tienen relación con el acuerdo 

7  REDFERN, Alan, HUNTER, Martin, BLACKABY, 
Nigel y PARTASIDES Constantine, Teoría y práctica del 
arbitraje comercial internacional. 4º Edición en español – 
Editorial La Ley. Buenos Aires, 2007, p. 240.
8  CAIVANO, Roque J., “Algunos problemas derivados de 
los arbitrajes con partes o relaciones jurídicas múltiples”, 
en: Revista Peruana de Arbitraje. No 4, Magna Ediciones. 
Lima 2007.
9  CAIVANO, Roque J., “Arbitraje y grupo de sociedades. 
Extensión de los efectos de un acuerdo arbitral a quien no 
ha sido signatario”, en: http://www.limaarbitration.net/
roque_j_caivano.pdf
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arbitral que da base al proceso.

Cláusula separada de contrato. Principio de 
separabilidad.

La Ley RAC establece en el artículo 37 el 
principio de separabilidad de la cláusula arbitral, 
según el cual la cláusula arbitral prevalece como 
un contrato separado y autónomo que no sigue la 
suerte del resto de cláusulas y del mismo contrato.

Redacción de la cláusula arbitral.

La cláusula arbitral es conocida –
sarcásticamente– en el mundo arbitral, como “la 
cláusula de media noche”, porque muchas veces 
las partes se acuerdan del tema de la solución 
de conflictos hasta el final de la negociación del 
contrato, de forma apurada y sin mayor análisis 
de los beneficios y responsabilidades para las 
partes que esta conlleva.

Nuestra Ley RAC 10 no indica ningún tipo de 
formalidad que deba tenerse en cuenta al momento 
de la redacción de la cláusula arbitral, únicamente 
que en ésta conste por escrito la voluntad de las 
partes de someter el conflicto a la resolución por 
medio de un proceso arbitral.

En Costa Rica existen varios centros de 
resolución de conflictos 11 debidamente acreditados 
ante la Dirección Nacional de Resolución Alterna 
de Conflictos (DINARAC), que tienen amplia 
experiencia en procesos arbitrales y tienen 
10  Ver artículo 23 de la Ley RAC.
11  Estos centros son el Centro de Conciliación y Arbitraje 
de la Cámara de Comercio de Costa Rica, el Centro 
Internacional de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de 
Comercio Costarricense-Norteamericana (Amcham), el 
Centro de Resolución de Conflictos del Colegio Federado 
de Ingenieros y de Arquitectos de Costa Rica y el Centro de 
Arbitraje y Mediación del Colegio de Abogados y Abogadas 
de Costa Rica.

cláusulas modelo que las partes pueden adoptar 
literalmente, y las que remiten para temas 
logísticos y de procedimientos a los reglamentos 
de esos centros. Cuando las partes escogen una de 
estas cláusulas el proceso de arbitral se denomina 
“institucional”.

En el caso que las partes decidan no utilizar 
una de estas cláusulas, tienen la opción de definir 
las diferentes circunstancias logísticas del proceso 
arbitral, tales como la forma de nombramiento 
del tribunal arbitral, si el tribunal será unipersonal 
o colegiado, si la controversia se resolverá en 
equidad o en derecho, las normas procesales y 
el plazo para laudar, entre otros. Sin embargo, 
en el caso que las partes no escojan una cláusula 
institucional o no determinen los temas antes 
citados, la Ley RAC expresamente los define, y 
se le denomina como un arbitraje “ad hoc”. En 
estos casos, por imperativo legal, el Tribunal 
es colegiado 12, de derecho 13 y las etapas del 
procedimiento están determinadas en dicha Ley 
RAC.

Adicionalmente, se deben citar las llamadas 
cláusulas escalonadas, en las cuales las partes 
determinan una serie de procedimientos de 
resolución alterna de conflictos previos al 
arbitraje, tales como la negociación, conciliación 
o mediación, y hasta los novedosos “Dispute 
Boards” o Mesas de Solución de Disputas que 
son muy utilizadas en contratos de construcción 
e infraestructura y muy promovidas en los 
formatos contractuales de FIDIC 14 y por entes de 
financiamiento internacional tales como el Banco 
Interamericano de Desarrollos (BID) o el Banco 
Mundial.

Sin ánimo de restringir la voluntad de las 
partes al momento de la redacción de la cláusula 
12  Ver artículo 24 de la Ley RAC.
13  Ver artículo 19 de la Ley RAC.
14  FIDIC es la Federación Internacional de Ingenieros 
Consultores, ver sitio web www.fidic.org
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arbitral, es recomendable que se utilicen las 
cláusulas institucionales, ya que éstas se someten 
a reglamentos de centros arbitrales con muchos 
años de experiencia y que ya tienen definidas las 
reglas logísticas y de procedimientos.

Arbitraje ad hoc – arbitraje institucional

Como se indicó líneas arriba, hay que 
diferenciar entre un proceso arbitral ad hoc y uno 
institucional. 

En el institucional 15 las partes determinaron 
desde la redacción del contrato base que, en caso 
de surgir una diferencia entre las partes, esta será 
resuelta según las reglas de procedimiento de 
algún centro arbitral. Igualmente las partes, aún 
no habiendo incluido la cláusula en el contrato 
o en caso de haberla incluido sin indicar alguno 
de los centros arbitrales, pueden someterse al 
reglamento de uno de ellos y de esa manera lo 
convierten en un arbitraje institucional.

Por otro lado, en caso que la cláusula 
arbitral no indique que las partes se someten al 
reglamento de alguno de los centros arbitrales de 
comentario, estaríamos ante un arbitraje ad hoc, 
que se tramitará sin ningún reglamento particular 
y únicamente conforme a las reglas procesales de 
la Ley RAC.

Cláusula arbitral como marco de competencia 
del Tribunal

El contrato arbitral, que se expresa 
normalmente en una “cláusula arbitral” dentro del 
contrato principal, es el que define los alcances 
de la competencia que tiene el tribunal arbitral, 
es decir, en dicha cláusula se indica si son todas 
las disputas que surjan a raíz de la relación 

15  Ver artículo 21 de la Ley RAC.

contractual, o por el contrario, si son solo algunos 
aspectos del conflicto los que se pueden conocer 
en el proceso arbitral. Esto es de suma importancia 
para definir la competencia del tribunal arbitral, 
pues no podrían los árbitros conocer ni resolver 
disputas que no estén dentro del marco de su 
competencia, y si lo hicieran, el laudo que se dicte 
en esos extremos sería nulo de conformidad con el 
artículo 67 inciso c) de la Ley RAC. Un ejemplo 
del alcance de la cláusula arbitral puede ser en un 
contrato de alquiler de una nave industrial, donde 
se indique en la cláusula que todas las disputas 
que resulten de la ejecución del contrato serán 
resueltas por medio de arbitraje, con excepción 
del proceso de desahucio por falta de pago del 
inquilino.

CAPITULO II
PARTE GENERAL

Lex arbitri

Se entiende que la “lex arbitri” es la ley 
procesal aplicable al arbitraje. En el caso de 
arbitrajes domésticos la “lex arbitri” será la Ley 
7727, y en específico el Reglamento del Centro. 
Dicha ley, a su vez, dice  en el artículo 29 que: “Las 
normas procesales de la legislación costarricense 
integrarán, en lo que resulte compatible, el 
procedimiento arbitral”, así se da entrada a la 
utilización, aún para arbitrajes nacionalesy en lo 
que sea compatible, de la ley LACI.

Es importante señalar que el Reglamento del 
Centro se incorpora al acuerdo arbitral y, por lo 
tanto, es el que rige las actuaciones arbitrales con 
preeminencia y por encima de la Ley RAC, porque 
no se está frente a un problema de jerarquía de 
normas, sino la escogencia libre y voluntaria de un 
determinado proceso –el fijado en el reglamento 
del centro– para resolver el conflicto.
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Ley sustantiva aplicable

La Ley RAC expresamente indica que la ley 
sustantiva 16 que se aplicará para conocer la disputa 
es la que hubieren escogido las partes de común 
acuerdo en el contrato base de la controversia. 
En caso de no indicarse, el Tribunal deberá 
determinarlo de conformidad con las normas de 
conflictos de leyes contenidas en el ordenamiento 
jurídico costarricense.

Principio libre determinación del procedi-
miento

El artículo 39 de la Ley 7727 establece el 
derecho de las partes a determinar libremente 
el procedimiento del proceso arbitral, siempre 
y cuando le sea respetado a las partes el debido 
proceso y derecho de defensa. A su vez, en 
caso que las partes no se pusieran de acuerdo 
sobre alguna determinación procesal específica 
y hubiera un vacío procesal en alguna regla de 
procedimiento, se faculta al tribunal arbitral 
para que dicte la determinación correspondiente, 
igualmente, respetando el debido proceso y 
derecho de defensa de las partes.

Las partes y el Tribunal, en caso de silencio 
en el Reglamento aplicable, podrán apoyarse en 
las normas procesales del ordenamiento jurídico 
costarricense que sean compatibles con el proceso 
arbitral, o de reglamentaciones de otros Centros, 
ya sean nacionales o extranjeros. 

De ahí que los tribunales arbitrales 
costarricenses, en su mayoría, prefieren utilizar 
siempre otras normativas arbitrales, antes que 
recurrir a los Códigos Procesales, los que muy rara 
vez tienen cabida en los procesos arbitrales, salvo 
casos de extrema necesidad. Y esto precisamente 
en razón de la diferente filosofía que subyace en 

16  Ver artículo 22 de la Ley RAC.

los procesos arbitrales y los procesos judiciales.

Por eso, los litigantes deben estudiar y aplicar 
siempre primero el reglamento de arbitraje que el 
Código Procesal Civil.

Idioma

De conformidad con el artículo 41 de la Ley 
7727, el idioma del arbitraje debe ser el español. 
En este sentido, todo documento que se presente 
al expediente en otro idioma deberá contar con su 
correspondientes traducción oficial y en caso de 
llevarse a cabo recepción de alguna prueba, tales 
como –pero sin limitación a– declaraciones de 
parte, testimonial, recepción de informes pericial, 
en otros idiomas que no fuera el español, la parte 
que promueve la prueba, deberá correr con los 
gastos de un traductor oficial que deberá estar 
presente durante la evacuación de la prueba y que 
traduzca simultáneamente lo dicho a viva voz.

Cómputo de plazos

Los plazos se contarán en días hábiles y 
comenzarán a computarse el día siguiente a su 
notificación. Aquí es importantísimo resaltar 
que en arbitraje no se aplica el mismo método 
que en Poder Judicial para determinar el día de 
la notificación. En arbitraje, como se dijo, las 
resoluciones se entienden notificadas el mismo 
día de la transmisión, y por tanto los plazos 
empiezan a correr el día siguiente. Diferente es 
el Poder Judicial, donde se entiende notificada la 
resolución al día siguiente de la transmisión.

Si alguna de las partes no hubiera indicado 
medio para recibir notificaciones, se tendrá 
por notificada en el transcurso de las siguientes 
veinticuatro horas luego de emitida la notificación. 
En la resolución administrativa del Centro en 
la que se da traslado al requerimiento arbitral, 
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se deberá hacer dicha prevención al requerido, 
lo mismo se deberá hacer en la resolución de 
Instalación del Tribunal Arbitral.

En ciertos casos, las partes podrán solicitar 
al Tribunal Arbitral la ampliación de cierto tipos 
de plazos, tales como los de pagos de gastos o 
de presentación de cierta documentación o 
información que resulte de difícil obtención.

Representación y Asesoría

Las partes deben hacerse asesorar y representar 
en el proceso arbitral por un abogado 17, a quien 
puede o no otorgar poder especial. Si no se otorga 
poder, cada escrito que se presente al expediente 
deberá contar con la autenticación de la firma 
por un profesional en derecho. Igualmente, para 
efectos de audiencias las partes pueden hacerse 
representar para una o varias audiencias, ya sea 
preliminares o de recepción de pruebas, por un 
abogado.

En el proceso arbitral, adicionalmente a 
la representación letrada, las partes pueden 
hacerse acompañar al momento de recepción de 
pruebas, sobre todo las periciales y técnicas, de 
profesionales expertos en la materia objeto de la 
pericia o por asesores técnicos, no legales, que 
le asistan al momento de recepción de la prueba 
a efecto de resguardar sus derechos e intereses 
durante la tramitación del proceso arbitral.

CAPÍTULO III 
ETAPA PREARBITRAL

	Si bien tanto el Juez estatal como el árbitro 
tienen potestad  jurisdiccional, esto es, capacidad 
de dictar sentencias válidas y ejecutables, a 
diferencia del proceso que se tramita en el 

17  Ver artículo 45 de la Ley RAC.

Poder Judicial, en el arbitraje, cuando la parte 
actora quiere dar inicio al proceso, no existe el 
órgano jurisdiccional debidamente conformado, 
pues el tribunal arbitral adquiere esa potestad 
jurisdiccional hasta que haya transcurrido el plazo 
de nombramiento de los árbitros y quede firme la 
resolución de instalación del Tribunal Arbitral. 

Es por eso que en arbitraje –como se ha 
dicho ya– se distinguen claramente dos etapas: 
a) la prearbitral, o también a veces denominada 
“administrativa” y, b) la arbitral, o jurisdiccional, 
propiamente dicha.

La etapa prearbitral inicia con la presentación 
de requerimiento de arbitraje y termina con la 
instalación del tribunal arbitral, e incluye las 
siguientes fases: 

	● Presentación del requerimiento, cuyos 
detalles ya se indicaron, y si es un proceso 
administrado por un Centro de Arbitraje, se 
debe adjuntar el pago de la tarifa inicial.

	● Si es un caso administrado por un Centro, 
la Dirección del Centro emitirá una primera 
resolución poniendo en conocimiento de la 
parte demandada, el requerimiento.

	● Notificación del requerimiento a la parte 
contraria. Acto que generalmente lo hace 
el propio Centro Arbitral, cuando es un 
arbitraje administrado. Si es un arbitraje 
ad hoc, el requirente deberá hacer la 
notificación a través de un notario, de forma 
tal que garantice al tribunal la veracidad de 
la notificación.

	● La parte demandada, deberá presentar 
un escrito, en que debe responder al 
requerimiento, señalando medio de 
comunicación.

	● Luego se deberán nombrar los miembros del 
tribunal, en un procedimiento que veremos 
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abajo.

	● Las partes deben hacer los depósitos de 
gastos que hubiere prevenido la Dirección 
del Centro.

	● Se debe instalar el Tribunal y conceder 
plazo para la presentación de la demanda.

¿Ad hoc o administrado?

Aún cuando la cláusula arbitral llame a un 
arbitraje ad hoc, las partes tienen plena disposición 
del proceso, y pueden, sin ningún obstáculo 
convertir un caso ad hoc, en uno administrado, 
y de hecho, pasa muchas veces, por la facilidad 
que ofrecen los centros arbitrales de encargarse 
del expediente, las notificaciones, manejar los 
depósitos de dinero, y el ofrecimiento de listas de 
árbitros calificados.

Los arbitrajes ad hoc ofrecen la ventaja de 
ser absolutamente privados y cuyo trámite, por 
no ceñirse a ningún reglamento, está totalmente 
ordenado a la voluntad de las partes, por lo que 
pueden ser mucho más flexibles. Tienen, no 
obstante, la desventaja de requerir mucha más 
colaboración de las partes y sus abogados, en la 
forma apropiada de conducir el proceso y, en caso 
de faltar esa colaboración, la forma de conducción 
deberá ser decidida por el Tribunal.  Además, la 
falta de un centro que administre el proceso, supone 
una carga extra para las partes y el Tribunal, que 
tendrán que decidir cómo conservar el expediente, 
pues no existirá plataforma electrónica para 
manejarlo, cómo hacer las notificaciones, dónde 
celebrar audiencias, etc.

La regla general, debe ser que se escoja 
siempre un arbitraje administrado por algún 
centro y siguiendo el reglamento de ese centro, 
y acudir a un arbitraje ad hoc únicamente como 
excepción, cuando por razones calificadas se 

quiera directamente ese tipo de arbitraje.

¿Requerimiento o demanda?

La decisión de poner en movimiento la 
maquinaria arbitral, presentando únicamente un 
escueto requerimiento o la demanda completa, 
es una decisión estratégica del litigante, pues 
normalmente, el plazo para contestar la demanda 
es de quince días.

En general, entre la presentación del 
requerimiento y el otorgamiento del plazo para 
deducir la demanda, pasan 4 o 5 semanas. Y 
si hubiera recusación de algún árbitro, varias 
semanas más mientras se resuelve el tema. 
Por eso, presentar la demanda, en lugar de –o 
concomitantemente con– el requerimiento, 
significa otorgar a la parte contraria una enorme 
ventaja en el plazo para contestar, pues, aunque 
no se hubiere otorgado formalmente el traslado de 
la demanda, el documento estará disponible en el 
expediente y, por tanto, accesible al demandado.

Por eso, salvo que, por la índole de la demanda, 
se considere que otorgar un plazo tan amplio a 
la contraria para conocer la demanda no causa 
ninguna desventaja o desequilibrio estratégico, la 
parte actora nunca debería presentar la demanda 
junto con el requerimiento.

El Requerimiento Arbitral

La ley RAC (artículo 43), establece que, para 
iniciar el procedimiento arbitral, la parte actora 
debe informar a la otra, “por cualquier medio 
escrito”, y establece los requisitos mínimos que 
debe contener ese requerimiento:

“El requerimiento de someter una 
controversia a arbitraje contendrá:
a)	 La petición de que la controversia se 
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someta a arbitraje.
b)	 El nombre y la dirección de las partes.
c) Copia auténtica del acuerdo arbitral 

invocado. 
d) Una referencia al contrato base a la 

controversia o del contrato con el cual 
está relacionada, si fuere procedente.

e)	 Descripción general de la controversia 
que se desea someter al arbitraje.

f)	 Una propuesta sobre el número de árbitros, 
cuando las partes no hayan convenido 
antes en ello.

g) Señalamiento de oficina para atender 
notificaciones, en el lugar del arbitraje.

h)	 Las propuestas relativas al nombramiento 
del Tribunal Arbitral Unipersonal, de 
acuerdo con el artículo 26. 

i)	 La notificación relativa al nombramiento 
del árbitro, según el artículo 28.”

Los reglamentos de los Centros arbitrales 
costarricenses siguen la redacción de la ley, pero 
agregan algunos detalles propios de los arbitrajes 
administrados. 

Por ejemplo, el CICA especifica que se 
debe describir no solo la controversia, sino 
también “las pretensiones y la estimación…”; 
los reglamentos de los demás centros establecen 
igualmente la necesidad de establecer una 
estimación provisional, pero en cuanto a  describir 
la controversia, son bastante más generales, pues, 
indican que se debe hacer “una breve exposición 
acerca de la naturaleza general de la controversia” 
(CAM-CR del Colegio de Abogados; CCA; CRC 
del CFIA). Estos centros dejan el resto para el 
escrito de pretensiones.

Así, la redacción de un requerimiento arbitral 
debe ser como norma de principio muy simple 
y basta con que cumplan los requisitos mínimos 
del reglamento, o la ley, si se trata de un arbitraje 
ad hoc. Debe, no obstante, tenerse en cuenta que 
en la estructuración de la estrategia del litigio 

debe haber una línea lógica transversal que surge 
de la cláusula arbitral, y que pasa a través del 
requerimiento, luego en la demanda, y finaliza en 
el laudo. Y es la coherencia de ese eje transversal 
lo que producirá la congruencia, o no, del laudo, 
y por tanto, en este tema está en juego la nulidad 
del procedimiento arbitral.

Al litigante al que le corresponde tramitar el 
arbitraje, al inicio del caso, el cliente le entrega 
–como materia prima– un contrato arbitral (o 
cláusula arbitral) que ya existe, y sobre el cual no 
tiene ninguna injerencia, y al final se le entrega 
el laudo que ha dictado el tribunal. Lo que sí es 
obligación del litigante es ser particularmente 
cuidadoso en la coherencia que debe existir entre 
el requerimiento y el escrito de pretensiones.

Al respecto, la Sala Primera, indicó (000358-
F-02) que:

En el sub-lite deben analizarse el compromiso 
arbitral, el requerimiento de arbitraje y la 
demanda, los cuales de consuno definen y 
circunscriben la competencia del Tribunal 
Arbitral, lo cual permitirá determinar si existe 
congruencia entre lo laudado y el diferendo 
sometido a arbitraje.

La falta de congruencia entre requerimiento 
y escrito de pretensiones debe ser detectada por 
el Tribunal, y su corrección –de ser necesaria– 
deberá ser prevenida, antes de continuar con el 
arbitraje, pero, si el Tribunal no lo hiciera, el 
abogado de la parte demandada deberá hacerlo ver 
en el momento procesal oportuno. Y esto, por dos 
motivos: por la lealtad procesal que debe existir 
en el arbitraje y, porque en esta materia, la falta 
de reclamar oportunamente implica consentir en 
el yerro y, por tanto, se pierde la oportunidad de 
cualquier posterior reclamo.

Es claro que en la estrategia litigiosa de los 
procesos judiciales es preferible callar ante un 
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error como el de comentario, para reclamarlo 
posteriormente en apelación, en caso de un 
resultado adverso. Esono es recomendable en 
arbitraje del todo, porque no existe recurso de 
apelación, y porque en caso de que se produzca 
una nulidad del laudo, semejante situación 
siempre es desventajosa por los costos asociados, 
tanto económicos como estratégicos.

Pretensiones y Puntos en Litigio

El manejo de un arbitraje es un arte que 
requiere muchísima atención a los detalles. Baste 
pensar en la realidad, nacida de la naturaleza del 
arbitraje mismo, de la ausencia del recurso de 
apelación. En el proceso judicial, muchas veces, 
detalles que se pasaron por alto en una etapa a 
veces pueden ser reclamados y corregidos en 
segunda instancia. Eso no pasa en arbitraje.

Hay un detalle importante que la gran mayoría 
de litigantes pasa por alto al estructurar la 
estrategia de la correlación entre el Requerimiento 
y el escrito de pretensiones, a saber: la diferencia 
entre la “petitoria” y los “puntos en litigio”. 
Esta diferencia está bien establecida en arbitraje 
internacional, y puede verse claramente en 
muchos reglamentos, por ejemplo, en el de la 
UNCITRAL, o en el de la ICC. En este último, 
está regulado en torno al tema del acta de misión, 
cuando menciona que debe haber una indicación 
de “una lista de los puntos litigiosos por resolver” 
y, vale hacer la aclaración, la referencia a las 
“pretensiones” debe ser hecha en el requerimiento.  

La petitoria o expresión de pretensiones, bien 
sabemos, es lo que se le pide al tribunal que le 
conceda al reclamante por parte del demandado: 
una obligación de dar, hacer o no hacer.

Los puntos en litigio son los temas jurídicos 
de fondo sobre los que el tribunal tendrá que 
deliberar, y que servirán de fundamento, o 

expresión de motivos, al laudo. 

Este ejercicio normalmente se soslaya, pues, 
al final de todas formas el laudo se dictará, según 
el mejor criterio del tribunal, previo análisis de 
los hechos, el derecho y las pruebas. 

No obstante, hacerle ver al tribunal la precisa 
identificación de los puntos litigiosos desde 
el inicio del proceso y recordarlos al final, en 
conclusiones, con el análisis de la prueba y 
argumentos de la parte contraria, se convierte 
en un arma poderosísima que guía al tribunal en 
la dirección que el litigante ha trazado desde la 
elaboración de la teoría de su caso.

Así, una cosa es indicar los hechos, con 
precisión y debidamente separados de toda 
consideración jurídica o personal, (por ejemplo: 
que las partes negociaron la construcción, que 
se firmó un contrato, que se hicieron pagos, que 
la calidad de la construcción y los plazos no son 
los que dice el contrato…) y, sobre esos hechos 
hacer una petitoria (que se paguen daños y 
perjuicios, intereses e indexación, y costas), pero 
otra diferente es indicar que los puntos jurídicos 
en disputa sobre los que el tribunal deberá verter 
su análisis jurídico son, por ejemplo: determinar 
la gravedad del daño, o la aplicación al caso 
de la excepción de contrato no cumplido, o la 
determinación si se trata de un contrato con plazo 
esencial, etc.

Durante el proceso de redacción del laudo, 
los árbitros van identificando esos puntos, y –
generalmente el presidente– los va incluyendo 
en el esquema inicial del laudo, para que durante 
las deliberaciones y la redacción, sean incluidos y 
tratados adecuadamente.

Pero, si como queda dicho, no existen tales 
puntos en los escritos de la parte actora, su 
inclusión y debido tratamiento jurídico son 
importantes para hacer entender con precisa 

$$$/Dialog/Behaviors/GoToView/DefaultURL
$$$/Dialog/Behaviors/GoToView/DefaultURL


REVISTA EL FORO • Colegio de Abogados y Abogadas • No. 24 • ISSN 2215-6771

73

claridad al tribunal, el fundamento de lo que se 
pide.

Estimación

La estimación que se expresa en el 
requerimiento no es definitiva, pues puede 
variar en la demanda, pero de todas formas debe 
ser incluida desde el inicio y, salvo que para el 
momento del requerimiento no exista claridad en 
los hechos y en lo que se va a pedir en la demanda, 
no debería haber ninguna diferencia entre los 
montos de una y otra. Pero, la realidad demuestra 
que, muchas veces, la suma inicial que se expresa 
es un monto bastante menor que el que finalmente 
se consigna en el escrito de pretensiones.

Queda por determinar si se trata de un acto 
de descuido abogadil o si es parte de la estrategia 
procesal. Pareciera más lo primero que lo segundo, 
pues es dable pensar que, como estrategia, sería 
más efectivo indicar desde el principio la suma 
más alta, para hacer ver al demandado la seriedad 
de la situación a la que se enfrenta. De todas 
formas, indicar la suma real de la estimación en 
el requerimiento no produce ninguna desventaja 
ni procesal ni económica al actor que así lo hace.

La precisión en la estimación es esencial, 
pues igual que en cualquier proceso, como norma 
de principio, la fijación de la cuantía determina el 
límite de lo que el tribunal pueda otorgar.

Procedimiento para requerir al demandado

La forma correcta de hacerle llegar al 
demandado el requerimiento varía, según se trate 
de un procedimiento ad hoc o de uno administrado.

Si la cláusula arbitral no remite el caso a un 
centro arbitral, el actor se ve ante la necesidad 
de producir una notificación tal, que no pueda 

ser luego impugnada. Lo correcto es hacerlo con 
la participación de un Notario, preferiblemente 
ajeno al despacho del litigante, que lleve a cabo 
la gestión con todas las formalidades y garantías.

Uno de los problemas típicos a los que se 
enfrentan los árbitros en el tema de notificaciones, 
es cuando se aduce que se ha hecho la notificación, 
pero la parte requerida no se apersona al 
expediente. Algunas veces, incluso, se le notifica 
en el mismo lugar el escrito de pretensiones, y 
tampoco se apersona al arbitraje. Queda entonces 
la duda de si la parte en efecto está enterada del 
arbitraje, pese a la apariencia de haber sido bien 
notificada.

Por eso es tan importante que no se escatimen 
esfuerzos para que la notificación se produzca de 
tal manera que no deje dudas de su corrección.

Si se trata de un arbitraje administrado por un 
centro, el litigante se quita la responsabilidad de 
producir la notificación, que se traslada al centro 
que hará la notificación en el lugar señalado 
por el litigante. Esta será entonces en estos 
casos la responsabilidad del requirente: proveer 
una dirección en la que –según las leyes de la 
República– se pueda notificar válidamente al 
requerido. 

Normalmente el servicio de notificación está 
incluido en la tarifa de administración, salvo que 
se deba notificar fuera del área metropolitana, lo 
que generará un costo extra.

La trascendencia de una notificación bien 
hecha es que el arbitraje continúa hasta el dictado 
del laudo, aunque la parte requerida –y bien 
notificada– se niegue a participar.

¿Quiénes son parte en el proceso?

La cláusula arbitral, es en realidad un 
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contrato, separado y distinto del negocio principal 
al que se dicha cláusula se agrega. Es por eso que 
tiene vida propia e independiente, en aplicación 
del principio de separabilidad. Tanto así, que 
cualquier impugnación de la validez del negocio 
principal, debe discutirse en la vía arbitral, aunque 
la cláusula o contrato de arbitraje esté contenido 
en el contrato principal cuya nulidad se discute.

Así, en tanto es un contrato, únicamente 
surte efectos entre las partes contratantes. No 
obstante, como ya se ha dicho arriba, la doctrina, 
los reglamentos de arbitraje institucional y los 
tribunales, aceptan cada vez más, bajo condiciones 
restringidas, someter al arbitraje a partes no 
firmantes del contrato arbitral.

Básicamente esa situación es dable cuando 
se demuestra que el tercero fue parte en la 
negociación del contrato principal, y de alguna 
manera se benefició del contrato principal y del 
convenio arbitral. Caben también las figuras del 
“alter ego”, el fraude de ley, el rompimiento del 
velo corporativo, la agencia, la sucesión. Pero son 
temas que deben, al final, verse caso por caso y 
con las pruebas que permitan al tribunal tomar la 
decisión correcta.

Es importante, sí, dejar claramente establecido 
que la parte requirente que tenga la necesidad de 
incorporar a una parte no firmante, debe hacerlo 
saber desde el requerimiento mismo, para evitar 
violaciones al derecho de defensa y debido 
proceso. Principalmente, será un problema 
importante para un tercero a quien se intenta traer 
tardíamente, su derecho de proponer un árbitro. 
Es por ello que el Reglamento de Arbitraje de 
ICC, del año 2017, no permite el planteamiento 
de tales solicitudes después del nombramiento de 
los árbitros.

El reglamento del CCA vigente desde el 2018, 
exige al demandado que quiera traer a un tercero 
que no es el demandante que presente con la 

respuesta al requerimiento un requerimiento de 
arbitraje contra esa parte.

Facultades del Centro Arbitral

Los centros arbitrales no tienen potestades 
jurisdiccionales. Esto hay que destacarlo, porque 
se han presentado casos en que litigantes poco 
avezados en la materia atacan las resoluciones 
administrativas de la dirección del centro, como 
si fueran propias del tribunal, interponiendo 
incluso todo tipo de recursos y amenazando con 
nulidades.

El centro, a través de su dirección, únicamente 
ordena las actuaciones durante la etapa pre-
arbitral, con el único objeto de lograr que se instale 
el tribunal. Después de eso, se dedica a funciones 
netamente administrativas, como control de los 
depósitos y pagos, hacer notificaciones, manejo 
del expediente, coordinación de las audiencias y 
el calendario procesal con el tribunal.

El expediente

El expediente del arbitraje es indispensable.

Tradicionalmente se ha formado con 
documentos impresos, sean documentos 
originales, faxes o las impresiones de correos 
electrónicos, pero la tendencia hoy día es a que 
los expedientes sean, en su totalidad, electrónicos, 
mediante el almacenaje de documentos en 
formato “pdf” (Portable Document Format), que 
fue desarrollado por la empresa Adobe. 

Esa empresa ha puesto a disposición 
aplicaciones gratuitas como el “Adobe Reader”, 
que permite la lectura y una muy limitada 
manipulación de archivos pdf, pero que, en la 
mayoría de los casos, permite la utilización de 
la firma digital que se usa en Costa Rica, la del 
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sistema SINPE del Banco Central. No obstante, 
para un adecuado manejo de los expedientes 
electrónicos, el litigante necesitará un programa 
más robusto, como el Adobe Profesional, que le 
permite amplia manipulación de los archivos, 
conversión de documentos, indexación, 
formación de expedientes, mediante adición de 
archivos, o segregación de partes específicas de 
un expediente, etc.

Los centros arbitrales costarricenses están 
haciendo importantes esfuerzos por poner a punto  
programas que permitan el manejo totalmente 
electrónico de los expedientes. Son similares al 
sistema que ya usa el Poder Judicial, pero todavía 
más amigable al usuario. Sobre todo en cuanto 
al manejo de los documentos, la facilidad de 
ubicarlos, grabarlos en el propio disco duro, etc.

Con todo, todavía sigue siendo recomendable 
para un manejo más eficiente y veloz que el 
litigante forme su propio expediente, en varios 
tomos electrónicos si fuere necesario, utilizando 
como se indicó un programa que permita ir 
agregando los documentos que se van presentando 
en un solo archivo (el tomo que se va formando), 
con lo que se evita así tener decenas o, a veces, 
miles de archivos individuales, lo cual hace 
sumamente difícil la ubicación y manejo de los 
documentos.

La firma electrónica

Con el uso del expediente electrónico, se 
hace indispensable al litigante el uso de la firma 
electrónica, pero hay que definir bien qué significa 
esto.

Muchas personas todavía parecen entender 
que firma digital es la digitalización (escaneo) del 
documento impreso, al que se le ha estampado su 
firma autógrafa. No es eso. La firma digital es una 
plataforma, controlada por el Banco Central de 

Costa Rica, que garantiza de manera irrefutable, 
la autenticidad de la firma del usuario, mediante 
un complicado sistema de controles informáticos, 
que, por demás, supera las posibilidades de 
control de autenticidad que poseen los métodos 
tradicionales (papel especial, sellos blancos, etc).

Integración del Tribunal

Aunque los tribunales arbitrales pueden estar 
conformados por cualquier número impar de 
árbitros, lo usual es que sean de uno o tres árbitros.

Los centros de arbitraje internacional como 
ICC y la Corte Londinense de Arbitraje establecen 
que a falta de acuerdo el tribunal será unipersonal. 
En Costa Rica, la tendencia es que a falta de 
acuerdo el tribunal será de tres árbitros.

Existen diversos métodos para la designación 
de los miembros del tribunal arbitral. El más 
usado, cuando se trata de un tribunal de tres 
árbitros, es otorgar a cada parte litigante el derecho 
de proponer un árbitro, y esos dos se encargan de 
nombrar el presidente del tribunal. 

Nótese bien que el derecho es de la “parte 
litigante”, no de cada uno de los litigantes, así, si 
hay varios sujetos que conforman la parte actora o 
la parte demandada, tienen que ponerse de acuerdo 
y proponer únicamente un árbitro por parte. Si no 
lo hacen así, el Centro hace el nombramiento.

Además, existe otro método en el que las 
partes , renuncian a ese derecho desde la cláusula 
arbitral y lo asignan al Centro Arbitral.

Cuando se trata de un tribunal unipersonal, la 
situación es más complicada, porque lo normal 
será que, ya en el litigio, las partes no se quieran 
poner de acuerdo. Es por eso que por lo general 
en este tipo de tribunales la designación se delega 
en el Centro.
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No obstante, en arbitraje internacional, se usa 
el método de listas cruzadas, que da derecho a que 
cada parte proponga una lista de varios árbitros 
numerados de mayor a menor. Al comparar las 
listas, si hay coincidencia en algún nombre, ese 
será el árbitro nombrado.

El presidente del tribunal.

La figura del presidente es esencial para el 
arbitraje. El aforismo, muy usado en doctrina, dice 
que: “el arbitraje es tan bueno como los árbitros”, 
y podemos agregar que el presidente tiene gran 
peso en esa realidad. De ahí que, en Costa Rica, 
los coárbitros en procesos administrados pueden 
ser cualquier abogado con al menos cinco años 
de incorporado al Colegio de Abogados, pero el 
presidente únicamente puede ser nombrado de 
entre la lista de árbitros de ese centro.

En los centros arbitrales costarricenses, por 
ejemplo, el presidente debe necesariamente ser un 
árbitro de la lista de ese centro, no así los árbitros 
propuestos por las partes.

Eso nos lleva a una reflexión. El derecho de 
proponer un árbitro es uno de los privilegios más 
importantes que el arbitraje le otorga a las partes, 
pero, con el método tradicional, la injerencia de las 
partes en el nombramiento del Presidente queda 
totalmente eliminada. Las partes en el contrato 
arbitral tienen la posibilidad de variar esto y de 
incluir, por ejemplo, el sistema de listas para el 
nombramiento del presidente, o bien, como se 
ha visto en algún caso, la obligación inicial de 
las partes de ponerse de acuerdo en el nombre 
del presidente y solo si no se avienen, entonces 
se le da el derecho a los coárbitros de hacer el 
nombramiento.

Instalación del tribunal.

Una vez recibida la propuesta de árbitros, 
el Centro notifica a cada coárbitro, quien tiene 
la obligación de aceptar o declinar la propuesta. 
Una vez que ambos hubieren aceptado, se les 
nombra y se les impone la obligación de nombrar 
al presidente, quien también debe aceptar.

Todos, claro está, deben cumplir 
puntillosamente con el deber de revelación sobre 
cualquier posible o incluso aparente conflicto de 
interés. Este es el primer deber ético del árbitro, 
que inicia con su nombramiento y se mantiene 
durante todo el proceso.

Aceptados los nombramientos de los tres 
árbitros, o del árbitro único, el Centro hace 
el nombramiento, con lo que de inmediato, el 
tribunal debe dictar la resolución inicial, que 
generalmente es la instalación propiamente dicha, 
junto con las reglas procesales básicas, y bien la 
cita a una audiencia previa, bien el otorgamiento 
de plazo para presentar el escrito de pretensiones.

A partir de la firmeza de esa resolución, 
se inicia la etapa propiamente arbitral, pues el 
tribunal adquiere la potestad de jurisdicción que 
le permite llevar a cabo el procedimiento hasta el 
dictado del laudo.

Las audiencias iniciales

En arbitraje, está muy claro el principio de 
que “el arbitraje es de las partes”. Eso significa 
que, a diferencia del procedimiento en tribunales, 
regido por un código procesal, las partes son 
dueñas del proceso para variar todo lo que quieran 
y acomodarlo a lo que mejor les parezca.

Por eso el reglamento del CCA del año 2018 
incluyó la posibilidad de celebrar una audiencia 
previa, que se puede celebrar inmediatamente 
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después de instalado el tribunal.

Si hay colaboración de las partes, en esa 
audiencia se puede establecer un calendario 
procesal inicial que ahorre tiempo y encamine la 
adecuada tramitación del arbitraje.

Una de las circunstancias que muchas 
veces atrasa un arbitraje es la coordinación de 
las agendas de los abogados, partes, testigos, 
árbitros, centro arbitral etc., por eso en dicha 
audiencia, estando abogados y árbitros presentes, 
es factible proponer una agenda en que se fijen los 
plazos para: deducir la demanda, contestación y 
eventual reconvención, audiencia de excepciones 
opuestas en la contestación y plazo para contestar 
la reconvención si la hubiera.

Incluso, tomando las previsiones de tiempo 
necesarias, en esa audiencia puede quedar 
agendada la audiencia preliminar.

Las partes quedan notificadas de los hitos en 
que deben cumplir con sus obligaciones ahí mismo 
en la audiencia, sin necesidad de que el tribunal 
tenga que emitir resoluciones dando audiencia de 
cada escrito, y con ello se puede ahorrar mucho 
tiempo.

Ese calendario, por su puesto, no será 
inamovible y puede ser modificado en caso 
necesario por el tribunal.

Además, en ese primer encuentro entre 
abogados y el tribunal, de una vez se pueden 
dejar sentadas las reglas básicas del arbitraje 
y se pueden despejar las dudas que existan, sin 
necesidad de hacerlo a través de alegatos y 
resoluciones escritas.

De lograrse el cometido, el expediente avanza 
sin interrupciones, y las partes y el tribunal se 
vuelven a ver en la audiencia preliminar.

Claro está, esta forma de trabajar requiere una 
gran colaboración de los abogados litigantes, lo 
que a su vez, requiere un cambio de mentalidad.

	

CAPÍTULO IV

ETAPA ARBITRAL

El procedimiento arbitral se caracteriza por 
su flexibilidad y capacidad de adaptarse a las 
necesidades concretas de las partes en cada caso. 

En arbitrajes ad hoc, las partes en conjunto 
con el tribunal pueden adoptar el procedimiento 
que estimen conveniente, siempre que se respeten 
los principios de igualdad, debido proceso, el 
derecho de defensa y el de contradicción. Art. 39 
de la Ley 7727.

En los arbitrajes institucionales, el 
procedimiento se regula según lo dispuesto en el 
reglamento del correspondiente centro arbitral, 
sin perjuicio de los cambios que el tribunal y las 
partes puedan acordar y resolver, siempre en los 
términos antes indicados.

En esta etapa, ya precluyó la posibilidad de 
conocer acerca de las recusaciones a los árbitros 
–salvo que sobrevenidamente se constituya una 
causal que amerite separar al tribunal en pleno o 
alguno de sus miembros–, además, los costos del 
proceso ya fueron depositados por las partes. 

De este modo, las partes pueden acordar, por 
ejemplo, el procedimiento se sustancie oralmente 
mediante audiencias, o bajo un sistema mixto en 
el cual la presentación del caso lo sea por escrito 
y se evacúe la prueba en audiencias. También es 
posible que el arbitraje se resuelva sobre la base 
de los documentos aportados. Artículos 24 de la 
Ley 8937 y 39 párrafo tercero de la Ley 7727.
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Generalmente, las principales etapas de un arbitraje son:
 

A partir de la instalación del tribunal arbitral 
debe definirse o confirmarse el procedimiento a 
seguir, recomendándose fijarlo en conjunto con 
las partes. Si no hubiese acuerdo entre ellas en 
uno o varios puntos, el Tribunal resolverá.

Una vez aceptados los nombramientos por los 
miembros del tribunal arbitral, el centro arbitral 
entrega o pone a disposición de los árbitros, 
oficialmente, el expediente para que procedan a 
la emisión de la resolución de instalación. En este 
expediente 18 ya deben constar como mínimo las 
siguientes actuaciones:

a.	 Requerimiento

b.	 Admisión del proceso por parte del Centro 
Arbitral

c.	 Notificación a la parte demandada de la 
solicitud de arbitraje

d.	 Apersonamiento del demandado
18  Entiéndase, expediente como físico o electrónico o 
digitalizado.

e.	 Nombramiento del tribunal arbitral 

f.	 Depósito de los gastos y costos del proceso

De acuerdo con la práctica costarricense, 
es común que en la resolución de instalación 
se emitan una serie de reglas procesales que se 
consideren aplicables contenidas en las leyes o 
reglamentos. Se estila establecer ab initio:

a.	 La obligación de conducir el procedimiento 
siguiendo los principios procesales de 
igualdad, debido proceso, el derecho de 
defensa y el de contradicción.

b.	 Fijar una sede del arbitraje. En el caso de 
arbitrajes institucionales será la sede del 
centro y en ad hoc la oficina del árbitro o 
de uno de ellos en tribunales colegiados.

c.	 Las reglas de las presentaciones de 
los escritos (recibo físico o utilizando 
mecanismos electrónicos).

d.	 Declarar al español como idioma del 
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proceso, con la regla de presentar 
traducciones en caso de presentación de 
documentos emitidos en otro idioma.

e.	 Reglas para contabilizar los plazos.

f.	 Confirmación de los medios señalados 
por las partes para recibir las copias de las 
resoluciones emitidas por el tribunal.

 
Antes del año 2018, la práctica universalizada 

de los operadores arbitrales fue de concederle a 
la parte requirente el plazo de quince días –de 
acuerdo con el artículo 47 de la Ley 7727 y en el 
mismo sentido los reglamentos de los centros 19 – 
para que presente su escrito de demanda. 

A partir de febrero del 2018, siguiendo las 
prácticas normalmente aceptadas en arbitrajes 
domésticos de otros países, así como las 
imperantes para el arbitraje internacional 20, 
el Centro de Conciliación y Arbitraje de la 
Cámara de Comercio de Costa Rica introdujo la 
celebración de una audiencia previa con el fin de 
establecer el calendario procesal aplicable, antes 
de la demanda arbitral. 21

Así, de acuerdo con los plazos acordados por 
las partes, los escritos de demanda, contestación, 
réplicas y dúplicas, memoriales de incidencias o 
excepciones –si se pactaren–, serán presentados 
atendiendo el calendario fijado, sin que deba dictar 
el tribunal sucesivas resoluciones al respecto.

Además del calendario procesal, se pueden 

19  Artículo 59 del Reglamento del CRC del CFIA y 23 
del CCA. El artículo 39 párrafo primero inciso d) del 
Reglamento CAM indica que se le confiere al actor un plazo 
para presentar la demanda.
20  Art. 23 de las Reglas de Arbitraje de la Cámara de 
Comercio Internacional (CCI) y 17.2 del Reglamento de 
Arbitraje de CNUDMI.
21  Esta audiencia conlleva a la emisión de un documento 
que se ha denominado como “acta de misión” o “términos 
de referencia”, donde se especifica el mandato que las partes 
conceden al árbitro para conocer del conflicto iniciado.

definir las reglas procesales aplicables, tales como: 
producción y presentación de prueba documental 
por las partes, nombramientos y declaraciones de 
los peritos de parte, presentación de declaraciones 
escritas y/u orales de testigos que ofrecen las 
partes, y cualquier otra que estimen pertinentes 
las partes y el tribunal.

Falta de competencia

La evidencia empírica nos ha demostrado 
que es común en la práctica forense del litigio 
en arbitraje que la parte demandada oponga 
la excepción de falta de competencia desde el 
escrito de apersonamiento y luego de notificado 
el requerimiento arbitral.

El tratamiento procesal de la competencia 
normalmente se ha tramitado siguiendo el mismo 
procedimiento estipulado en los reglamentos, 
confiriendo una audiencia a la parte requirente, y 
el tribunal arbitral resuelve la incompetencia con 
el carácter de excepción previa 22.

A partir de la modificación introducida en el 
Reglamento del CCA, el procedimiento de fijación 
de la competencia puede ser incluido dentro del 
calendario procesal, inclusiveseñalándose una 
audiencia oral para que las partes presenten sus 
argumentaciones y el tribunal resuelva con más 
elementos de juicio.

Etapa para conocer la falta de competencia

La falta de competencia puede ser conocida 
inmediatamente se alegue, como gestión 
previa. Ello sin perjuicio de que se difiera para 
el dictado del laudo, en caso que no se tengan 
elementos suficientes para emitir la decisión 
interlocutoriamente o porque hay actuaciones 

22  Art. 26.2 del Reglamento de Arbitraje del CCA
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indispensables, urgentes o convenientes y no 
resultaren perjudiciales para las partes. 23

¿Es resolución o laudo interlocutorio?

Como indicamos supra, los árbitros 
costarricenses, influenciados por la práctica 
de litigio local, emiten un pronunciamiento de 
competencia bajo un formato de resolución de 
excepción.

Sin embargo, de acuerdo con la practica 
internacional generalmente aceptada, el acto 
procesal que resuelve acerca de la competencia 
disputada por alguna de las partes 24 es un laudo 
interlocutorio – no resuelve sobre el fondo–, de 
jurisdicción o competencia.

Recursos

El pronunciamiento sobre competencia 
genera la posibilidad de la única intervención de 
los tribunales judiciales durante la tramitación del 
arbitraje. 

La Sala Primera de la Corte Suprema de 
Justicia es la competente para decidir en definitiva 
si el tribunal arbitral es competente o no para 
resolver la disputa puesta a su conocimiento. 25

Para el caso de arbitrajes nacionales o 
domésticos, el pronunciamiento del tribunal 
arbitral puede ser impugnado por la parte 
disconforme utilizando los recursos de revocatoria 
y apelación. Ambos recursos deben interponerse 

23  Art. 49 Reglamento del CAM, 26.1 del Reglamento de 
Arbitraje del CCA, art. 38 de la Ley 7727 y 16 de la Ley 
8937
24  El demandado reconvencional puede disputar la 
competencia del tribunal para conocer de pretensiones 
deducidas por el demandante reconvencional.
25  Artículo 38 de la Ley 7727 y 2.c), 6 y 16.3 de la Ley 8937

dentro de los tres días siguientes a la notificación 
del laudo sobre jurisdicción. La revocatoria 
la resuelve el mismo tribunal arbitral y el de 
apelación, la Sala Primera, como lo señalamos. 26

El tratamiento es distinto para arbitrajes 
internacionales que tengan su sede en Costa 
Rica. Conforme al artículo 16.3 de la Ley 8937 
lo resuelto carece de recurso de revocatoria y es 
apelable únicamente cuando el tribunal arbitral se 
declara competente para conocer del conflicto. La 
sustanciación del recurso de apelación no tiene 
efectos suspensivos, ya que –únicamente en casos 
de arbitrajes internacionales– el tribunal arbitral 
puede seguir con las actuaciones, incluso dictar 
un laudo. Al respecto, literalmente nos dice la 
norma:

“ARTÍCULO 16.- Facultad del tribunal 
arbitral para decidir acerca de su competencia. 
(…) 3) El tribunal arbitral podrá decidir las 
excepciones, a que se hace referencia en el 
párrafo 2) del presente artículo, como cuestión 
previa o en un laudo sobre el fondo. Si como 
cuestión previa, el tribunal arbitral se declara 
competente, cualquiera de las partes, dentro 
de los treinta días siguientes al recibo de la 
notificación de esa decisión, podrá solicitar 
del tribunal competente, conforme al artículo 
6, que resuelva la cuestión, y la resolución de 
este tribunal será inapelable; mientras esté 
pendiente dicha solicitud, el tribunal arbitral 
podrá proseguir sus actuaciones y dictar un 
laudo.” Lo resaltado es nuestro.

En los procesos de carácter internacional, el 
recurso de apelación debe presentarse dentro de 
los treinta días hábiles siguientes a la notificación 
del laudo de jurisdicción.

26  Artículo 38 de la Ley 7727
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Memoriales de las partes

En la audiencia inicial, si se celebra, las partes 
y el tribunal arbitral deben definir la forma y días 
en que deben presentarse los escritos –demanda 
arbitral y demanda reconvencional, réplicas y 
dúplicas–. Estos memoriales deben contener 
la exposición de todas las argumentaciones de 
hecho y derecho que las partes formulen en apoyo 
de su teoría del caso, e incluye la oportunidad 
para ofrecer toda prueba pertinente, aportando la 
documental que tenga a su disposición.

Con todo escrito que presentan las partes se 
debe adjuntar la prueba documental que respalde 
sus posiciones. Si se ofrece otro medio de prueba, 
se reserva su evacuación para la etapa procesal 
pertinente.

En arbitraje internacional se acostumbra 
expresamente establecer en la audiencia inicial la 
regla de limitar la presentación y ofrecimiento de 
prueba durante la instrucción de la etapa escrita 
del proceso. En el arbitraje nacional dicha regla 
se entiende como implícitamente incorporada al 
proceso sin necesidad de regularse.

Audiencia preliminar

Precluida la etapa de argumentación escrita 
del caso, el tribunal arbitral convocará a las 
partes a una audiencia preliminar oral, en la cual 
se conocerán temas regulados en los distintos 
reglamentos institucionales. Básicamente, se 
abordarán y conocerán los siguientes temas 27:

1.	 El Tribunal podrá invitar a las partes a que 
lleguen a un acuerdo directo

2. Validez del Acuerdo Arbitral 

27  Art.49 del Reglamento del CAM, 26 del Reglamento 
de Arbitraje del CCA, 57 del Reglamento de Arbitraje del 
CFIA

3.	 Competencia de tribunal  28

4.	 Resolución de excepciones previas 

5.	 Saneamiento del proceso

6.	 Resolución sobre los hechos admitidos y 
los hechos en controversia

7.	 Admisión de las probanzas ofrecidas 
por las partes y calendarización para su 
evacuación

8.	 Fijación de la cuantía del proceso

9.	 Basado en el punto anterior, fijar en 
definitiva los honorarios de los árbitros y 
del monto del fondo de gastos del proceso

10.	 Resolver sobre cualquier aspecto de 
relevancia para la validez y continuidad 
del proceso

 
Al amparo del punto 10 anterior, se dejan 

sentadas las bases para el día y forma en que las 
partes presentarán sus conclusiones y, además, 
acordar con el tribunal la fecha límite para emisión 
del laudo. 

Audiencia de evacuación de prueba

Salvado el caso de que se decida resolver 
el conflicto sometido a arbitraje solo con la 
prueba documental, la evacuación de toda la 
prueba se sustanciará en audiencia oral y privada 
debidamente convocada con al menos quince días 
de antelación. 29

28  Se conocen de los puntos 1 y 2 en caso de que no haya 
pronunciamiento previo al respecto.
29  La regla general está en el artículo 51 de la Ley 7727. En 
arbitraje administrados por el CCA, el plazo de convocatoria 
mínimo es de cinco días, en igual sentido: Art.28.2 del 
Reglamento de Arbitraje del CCA, 62 del Reglamento 
del CRC del CFIA y 51 del Reglamento del CAM.  En 
casos de arbitraje internacional no hay plazo mínimo de 
convocatoria, pero deberá tomarse en cuenta el carácter de 
tal, porque cabe la posibilidad que el tribunal y las partes 
acuerden celebrar las audiencias fuera del país.
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En esta audiencia se escucharán las 
declaraciones de las partes, testigos y peritos 
ofrecidos en su oportunidad y que el tribunal 
haya admitido en la audiencia preliminar. Los 
testimonios serán rendidos presencialmente en 
la sede establecida por las partes y el tribunal, 
o bien, de forma remota utilizando herramientas 
tecnológicas que lo permitan.

Procedimientos de producción de testimonios 
y periciales.

Declaraciones

La práctica costarricense en la evacuación 
de pruebas de declaración concibe su práctica 
mediante el relato de los testigos o confesantes 
a viva voz acerca de los hechos puros y simples. 
Ello se desarrolla presencial o remotamente, 
utilizando tecnologías de la información, frente al 
tribunal arbitral.

Los interrogatorios los dirige cada parte para 
sus propios declarantes, de acuerdo a su estrategia. 
La parte contraria tiene derecho a plantear 
objeciones, las cuales deben ser examinadas y 
resueltas de inmediato por el tribunal.

Como las cosas por lo general suceden muy 
rápido en los interrogatorios, muchas veces sucede 
que si el abogado que objeta se limita solo a levantar 
la mano, no da tiempo al tribunal de reaccionar y 
muchas veces el testigo responde de inmediato, 
dejando ya sin sentido tramitar la objeción. Por 
eso, lo correcto es plantear las objeciones de viva 
voz, e indicando inmediatamente la razón de la 
objeción, por ejemplo: “Objeción: se le piden 
opiniones”. Eso le permite al tribunal resolver 
inmediatamente, con lo que se ahorra tiempo y se 
evita que el declarante pierda el hilo de su relato.

En casos en que la objeción es más complicada, 
y hubiere necesidad de mayores detalles, el tribunal 

puede (bien sacando al declarante, bien dejándolo 
en la sala) escuchar breves explicaciones de las 
partes, antes de resolver.

Una vez que la parte que ofreció la declaración 
termina su interrogatorio (interrogatorio directo) 
la parte contraria tiene derecho a hacer su 
contrainterrogatorio.

En arbitraje internacional es común que las 
partes acuerden, en la audiencia preliminar –
dejando constancia en el acta de misión o términos 
de referencia– que los testigos ofrecidos por las 
partes rindan sus declaraciones por escrito sobre  
del cuadro fáctico presentado por las partes. 
Será prerrogativa de la parte contraria decidir si 
interroga a los testigos de su contraparte 30.

Pericial

La prueba pericial la define la doctrina 
como el acto procesal realizado por una o varias 
personas expertas en materias no jurídicas, 
quienes elaboran y transmiten al juzgador una 
información especializada, tendente a permitirle 
el conocimiento y apreciación de algunos hechos 
relevantes para el proceso. 31

Se utiliza este medio probatorio cuando la 
controversia versa sobre temas técnicos o para el 
cálculo de daños y perjuicios. Es posible utilizar 
el criterio de expertos en el área legal cuando se 
debe probar la aplicación de derecho extranjero. 32

30  El derecho a contra interrogar se conoce internacional-
mente como “cross examination”.
31  De la Oliva, Andres y Fernández, Miguel Ángel. 
DERECHO PROCESAL CIVIL. Tomo II. Editorial Centro 
de Estudios Ramón Areces S.A., Madrid, 1996. P 376 citado 
por Olaso Álvarez, Jorge. LA PRUEBA EN MATERIA 
CIVIL. Editorial Jurídica Continental. San José, Costa 
Rica. 2007, pag.145.
32  Artículo 30 del Código Civil.
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Las normas procesales del ordenamiento 
jurídico costarricense han avanzado permitiendo 
que las partes aporten con sus memoriales los 
dictámenes de profesionales expertos en materias 
técnicas que den soporte a sus argumentaciones. 
La experiencia empírica nos evidencia que aún 
existe cierta resistencia a ello, ya que se considera 
que perito solo puede ser aquel tercero imparcial 
que sea nombrado por el tribunal arbitral, práctica 
igual de común en la vía jurisdiccional. 33

Lo cierto es que las leyes 7277 y 8937 no 
prohíben que las partes se apoyen en dictámenes 
contratados por ellos, siempre que los profesionales 
garanticen imparcialidad e independencia hacia 
las partes, y los emitan con rigurosidad técnica. 
También, en dicho caso, el perito de parte debe 
estar a disposición de ser interrogado por la 
contraparte y el tribunal arbitral.

El tribunal, con todo, tiene plena capacidad 
para nombrar peritos cuando esa prueba es esencial 
para la verdad real, como sería una pericial que 
las partes no ofrecen pese a que el conflicto 
tiene muchos elementos técnicos, como ocurre 
en conflictos de construcción o de programas 
informáticos, campos en los que se presentan 
muchos arbitrajes y las partes con frecuencia no 
aportan ni piden peritajes. Se confunde con la 
prueba para mejor resolver pero en realidad debe 
ser vista como prueba "ordinaria".

El nombramiento de estos profesionales está 
regulado en los artículos 53 de la Ley 7727 y 26 de 
la Ley 8937. El experto nombrado por el tribunal 
también tiene la obligación de comparecer para 
ser interrogado por las partes. 

33  El artículo 44.1 del nuevo Código Procesal Civil (ley 
9342) vigente desde el ocho de octubre del 2018, permite el 
perito de parte, a contrario del Código Procesal Contencioso 
Administrativo que regula el perito nombrado por el juez, y 
en igual línea los artículos 52 del Reglamento del CAM, 29 
del Reglamento de Arbitraje del CCA,  30 del Reglamento 
de Arbitraje del CICA.

Reconocimientos en sitio

Cabe la posibilidad de que las partes soliciten 
al tribunal visitar una obra o lugar de interés para 
el proceso con el fin de dejar constancia de su 
estado al momento de su celebración. 

Dependiendo de la importancia para la 
solución del conflicto, es posible que las partes 
y el tribunal, acompañándose con los peritos, 
acuerden trasladarse al sitio de interés en una 
fecha anterior al desahogo de las pruebas de 
declaración. Las partes también pueden solicitar 
que todo el proceso de recepción de declaraciones 
se practique allí mismo. 

Cuando se lleven a cabo tales reconocimientos, 
debe el tribunal levantar una acta lacónica  
acompañada por fotos o videos del sitio, obras o 
cosas inspeccionadas.

Alegatos finales

Evacuadas todas las probanzas propuestas, 
garantizándole a las partes el ejercicio de 
presentación de sus casos de forma completa, 
sin limitación alguna, la etapa de instrucción del 
procedimiento se completa con la presentación de 
alegatos de conclusiones. 34

Señalamos líneas arriba, que en la audiencia 
preliminar se definen las reglas con que las partes 
cuentan para presentar sus alegatos finales, sea al 
finalizar la audiencia de evacuación de prueba o 
en fecha posterior, de forma escrita u oral o ambas.

La costumbre generalizada es que las partes 
y el tribunal acuerden que terminada la recepción 
del último testimonio, se presenten oralmente los 

34  Artículos: 55 de la Ley 7727, 53 Reglamento del 
CAM, 31 del Reglamento de Arbitraje del CICA, 63 y 76 
del Reglamento de Arbitraje del CRC del CFIA, 31 del 
Reglamento de Arbitraje del CCA
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alegatos finales. O bien que, una vez entregadas a 
las partes las transcripciones de las declaraciones 
–cuando así las partes lo han decidido– o de los 
audios o videos de respaldo, se les conceda un 
plazo para la emisión oral de conclusiones, en 
audiencia que se deberá fijar en ese momento, 
con la libertad de presentar posteriormente en un 
plazo breve las conclusiones en forma escrita.

Después este acto procesal, el tribunal se 
avoca a la emisión del laudo final.

CAPÍTULO V
LAUDO E IMPUGNACIÓN

Tipos de laudos y definición

La doctrina especializada reconoce que en los 
procesos arbitrales pueden emitirse distintas clases 
de laudos, conforme sea el objeto y contenido de 
cada uno de ellos. De tal forma que se reconocen 
los siguientes:

i. Laudo de Jurisdicción o Competencia: 
es aquel Laudo donde el tribunal arbitral define 
su propia competencia para conocer de un 
determinado conflicto que se le ha sometido a 
su decisión, en uso del principio de Kompetenz-
kompetenz, o de “competencia sobre la 
competencia”, en virtud del cual el tribunal 
arbitral tiene siempre y primero que los tribunales 
ordinarios la potestad de decidir sobre su propia 
competencia.

ii. Laudo Incidental: es una decisión interina 
que tiene lugar durante el procedimiento y no 
le pone fin. Si el Laudo versa sobre un punto 
que puede poner fin al arbitraje, ya sea por 
procedimiento o por el fondo, entonces será 
un Laudo Final; caso contrario, será un Laudo 
Incidental, que corresponde normalmente a temas 
procedimentales.

iii. Laudo Parcial: es aquel que versa sobre 
una parte del objeto del litigio, sobre alguna 
pretensión de la demanda y de la contestación. Por 
ejemplo, en un arbitraje donde se decida bifurcar 
el procedimiento, esto es, para resolver primero 
sobre la existencia y alcance de la responsabilidad 
de una parte, será Laudo Parcial el que resuelva 
o defina sobre ese tema de responsabilidad; 
quedando para otro Laudo la definición del monto 
indemnizatorio (quantum).

iv. Laudo Final: normalmente será el 
Laudo que resuelva sobre todas las pretensiones 
sometidas por las partes y, que por consiguiente 
pone fin al procedimiento. Por ello, un Laudo 
Parcial será final en la medida en que tiene efecto 
de cosa juzgada y vincula consecuentemente a los 
árbitros y las partes.

v. Laudo en Rebeldía: aquel en que una de las 
partes se rehúsa a participar en el procedimiento 
y los árbitros se ven en la necesidad de proseguir 
el procedimiento sin la participación de la parte 
en rebeldía.

vi. Laudo Consentido u homologatorio: Es 
aquel en que las partes, de común acuerdo, piden 
al tribunal arbitral homologar y emitir en forma y 
con valor de Laudo un acuerdo o transacción al 
que han llegado.  En estos casos, es posible que 
el tribunal ponga en conocimiento de las partes el 
borrador del Laudo para la revisión.

El Laudo en la Ley RAC

La Ley RAC no contempla en su normativa 
una distinción entre los distintos tipos de laudo, 
decantándose por mencionar únicamente el laudo 
final, aunque sin usar esa denominación, al señalar 
en el artículo 58 los efectos jurídicos del laudo, 
como lo son: “definitivo, vinculante para las 
partes e inapelable, salvo el recurso de revisión”, 
atribuyéndole además el efecto de cosa juzgada 

$$$/Dialog/Behaviors/GoToView/DefaultURL
$$$/Dialog/Behaviors/GoToView/DefaultURL


REVISTA EL FORO • Colegio de Abogados y Abogadas • No. 24 • ISSN 2215-6771

85

material e imponiéndole a las partes el deber de 
cumplirlo sin demora.

No obstante, sus normas permiten la emisión 
del laudo en rebeldía y el laudo consentido. Sobre 
el primero, se establece en el párrafo segundo del 
artículo 54:

	 Si, dentro del plazo que corresponda, una parte 
no hubiere dado respuesta a las pretensiones 
de la otra sin invocar justificación razonable, 
el tribunal arbitral ordenará continuar con el 
procedimiento.

De ese modo, el arbitraje va a proseguir su 
curso sin la participación de la parte demandada, 
sin que su inacción tenga ningún otro efecto en el 
proceso, pudiendo apersonarse en cualquier otro 
estadio del procedimiento sin retrotracción de 
términos.

Sobre el laudo consentido o por acuerdo de 
partes se indica el párrafo primero del artículo 63:

	 Si, antes de dictarse el laudo, las partes 
decidieren acudir a una mediación, 
conciliación, transacción u otro proceso de 
solución de conflictos, el tribunal dictará una 
resolución que suspenda el procedimiento.  Si 
de la mediación, conciliación, transacción u 
otro proceso de solución de conflictos resultare 
un acuerdo total o parcial, el tribunal lo 
registrará en forma de laudo, en los términos 
convenidos por las partes.

Complementando, al final de ese artículo, con 
la siguiente precisión:

	 El tribunal arbitral notificará a las partes la 
resolución que concluye el procedimiento o el 
laudo arbitral, según los términos convenidos 
por las partes en la mediación, conciliación o 
transacción.  En ambos casos, la resolución 
que ponga fin al procedimiento arbitral será 

firmada por los árbitros.

Este tipo de laudo es el que potencia, en 
toda su dimensión, el valor y efecto social de los 
medios alternos de resolución de conflictos, al 
permitir a las partes contendientes suspender el 
proceso, negociar directamente o con ayuda de 
un tercero (mediador/conciliador), permitiendo 
que el acuerdo que logren alcanzar sea finalmente 
homologado como laudo final con efecto de cosa 
juzgada material.

Con respecto al laudo final, el artículo 58 
regula expresamente su contenido y alcances:

ARTÍCULO 58.-	 Contenido del laudo

	 El laudo se dictará por escrito; será definitivo, 
vinculante para las partes e inapelable, salvo 
el recurso de revisión.  Una vez que el laudo 
se haya dictado, producirá los efectos de 
cosa juzgada material y las partes deberán 
cumplirlo sin demora.

	 El laudo contendrá la siguiente 
información:

a)	 Identificación de las partes.
b)	 Fecha y lugar en que fue dictado.
c)	 Descripción de la controversia sometida 

a arbitraje.
d)	 Relación de los hechos, que indique los 

demostrados y los no demostrados que, a 
criterio del tribunal, resulten relevantes 
para lo resuelto.

e)	 Pretensiones de las partes.
f)	 Lo resuelto por el tribunal respecto de 

las pretensiones y las defensas aducidas 
por las partes.

g)	 Pronunciamiento sobre ambas costas 
del proceso.

h)	 Aunque las partes no lo hayan solicitado, 
el laudo debe contener las pautas 
o normas necesarias y pertinentes 
para delimitar, facilitar y orientar la 
ejecución.
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	 El tribunal expondrá las razones en que 
se basa el laudo, salvo si las partes han 
convenido, expresamente, en que este no sea 
motivado.  Los laudos arbitrales dictados en 
arbitrajes de derecho siempre deberán ser 
motivados.

Merece destacarse el inciso h) de ese artículo, 
dado que le otorga a los tribunales arbitrales la 
posibilidad de establecer en el Laudo pautas o 
normas que auxilien en la ejecución del laudo. 
De modo que conforme el curso del arbitraje lo 
indique, las partes pueden solicitarle al tribunal 
arbitral, incluso en sus conclusiones, que emita 
normas que faciliten una efectividad real del 
laudo, que es lo que se desea alcanzar al final de 
un proceso arbitral.

Un aspecto sobresaliente en el arbitraje es la 
figura del Presidente, por el valor de su voto dentro 
del tribunal arbitral cuando no hay mayoría y por 
la amplia libertad de gestión durante el curso del 
procedimiento:

ARTÍCULO 57.-	 Votación del tribunal
	 Todo laudo o decisión del tribunal se dictará 
por mayoría de votos.  Cuando, por cualquier 
razón, no se contare con mayoría, decidirá el 
presidente del tribunal arbitral con su doble 
voto.
	 En lo referente a cuestiones de procedimiento, 
corresponderá al presidente resolver, con 
amplia libertad, en única instancia y sin 
recurso alguno.

Esta norma es similar en los Reglamentos 
de Arbitraje de los centros: CCA, CICA, CRC y 
CAM.

Finalmente cabe resaltar que la impugnación, 
por nulidad o por revisión, solo aplica al laudo 
final que resuelve la controversia en forma 
definitiva, por ser el que tiene los efectos de cosa 
juzgada material.

En cambio, el laudo parcial de competencia 
– que usualmente nunca ha sido denominado de 
esa manera en nuestro medio– es impugnable 
mediante recurso de apelación ante la Sala Primera 
de la Corte Suprema de Justicia, pudiendo ser 
revocado por razones de forma y de fondo. 

Una vez emitido el laudo es posible que las 
partes soliciten su adición o aclaración, conforme 
lo señala el artículo 62:

ARTÍCULO 62.-	 Adiciones y correcciones
	 Las partes podrán pedir, dentro de los tres 
días siguientes a la notificación, adiciones 
o aclaraciones al laudo o la corrección de 
errores en el texto.  Si procediere, los árbitros 
deberán adicionar, aclarar o corregir los 
errores, dentro de los diez días siguientes a 
la presentación de la solicitud.  La falta de 
pronunciamiento del tribunal dentro del plazo 
indicado, hará presumir la improcedencia de 
lo que se solicita.

En ocasiones se discute si la adición y la 
aclaración del laudo final debe hacerse sólo sobre 
la parte dispositiva o también se debe hacer sobre 
su parte considerativa. Pensamos que el laudo es 
una unidad y debe ser congruente y entendible 
por las partes, de modo que todas sus secciones 
pueden ser objeto de aclaración, corrección y, 
de ser necesario, también de adición. Las partes 
tienen derecho que el laudo sea lo suficientemente 
claro para que no se entorpezca su ejecución o 
cumplimiento por aspectos oscuros u omisos.

La ley RAC es bastante clara en permitir aclarar 
consideraciones y no solo la parte resolutiva, y 
ello es congruente con la inexistencia del recurso 
de apelación del laudo.
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Regulación del Laudo en los distintos 
Reglamentos de los Centros de Arbitraje

En Costa Rica no ha sido usual que los 
Reglamentos de Arbitraje detallen los distintos 
tipos de laudos que pueden ser emitidos a lo largo 
de un arbitraje.

Cada Centro de Arbitraje ofrece en sus 
Reglamentos, normas muy similares a las de la 
Ley RAC respecto a los distintos tipos de laudos, 
siguiendo una cierta armonización normativa que 
eventualmente es deseable en una jurisdicción 
arbitral local pequeña como la costarricense.

a.	 Reglamento del CCA.
El Reglamento de Arbitraje del CCA vigente a 

partir de febrero del 2018 contiene una definición 
de las clases de laudos que se pueden emitir en los 
procedimientos regidos por esa reglamentación:

Artículo 46. Clases de laudos. 
1.	 El Tribunal podrá dictar laudos 

parciales y finales conforme el contenido 
y naturaleza de lo resuelto. 

2. Son laudos parciales aquellos que 
resuelvan, en parte, las pretensiones 
debatidas y es laudo final aquel que 
resuelva la totalidad de la controversia 
y que podrá ser integrado por los laudos 
previamente dictados en el curso del 
arbitraje. 

3. Las partes pueden proponer de mutuo 
acuerdo al Tribunal que bifurque 
el arbitraje o éste podrá hacerlo 
potestativamente, si se estima que es una 
forma eficiente y económica de resolver 
el conflicto.

No obstante, también permite la emisión de 
laudos en rebeldía y laudos consentidos. Sobre el 
primero, el artículo 35.2 indica:

Artículo 35. Renuencia o incumplimiento de 

obligaciones procesales.
2.	 Si dentro del plazo fijado en el 

Calendario Procesal, el demandado 
no ha presentado su contestación sin 
invocar causa suficiente, el Tribunal 
continuará el procedimiento.

En cuanto al laudo por acuerdo de partes o 
laudo consentido se regula en el artículo 44.1, 
bajo el criterio de finalización extraordinaria del 
proceso:

Artículo 44. Finalización extraordinaria. 
1.	 Si antes de que se dicte el laudo las partes 

decidieren acudir a una mediación, 
conciliación, transacción u otro proceso 
de solución de conflictos, el Tribunal 
dictará una resolución que suspenda 
el procedimiento. El tiempo que dure 
la suspensión no se considerará para 
efectos del plazo para emitir el laudo, si 
ya estuviere corriendo. 

2.	 Si de este proceso alterno resultare un 
acuerdo total o parcial, el Tribunal lo 
registrará en forma de laudo, en los 
términos convenidos por las partes.

Con relación al laudo final, el artículo 49 del 
Reglamento mantiene similares disposiciones que 
el artículo 58 de la Ley RAC.

b.	 Reglamento del CICA.
El Reglamento de Arbitraje del CICA vigente 

a partir de marzo del 2018 contempla también la 
emisión de laudo en rebeldía y laudo final.

Con respecto a la emisión del laudo en rebeldía 
indica:

Artículo 12.- Falta de apersonamiento o 
participación en el proceso
	 Una vez notificada debidamente la demanda, 
si el demandado no se apersona, o cualquiera 
de las partes se abstiene de participar en el 

$$$/Dialog/Behaviors/GoToView/DefaultURL
$$$/Dialog/Behaviors/GoToView/DefaultURL


REVISTA EL FORO • Colegio de Abogados y Abogadas • No. 24 • ISSN 2215-6771

88

proceso arbitral o en cualquier etapa de 
éste, el mismo continuará, no obstante dicha 
ausencia o abstención, sin que sea necesario 
acusar rebeldía. En estos casos, se considerará 
notificada, la parte, por el transcurso de 
veinticuatro horas después de dictada la 
resolución.

Merece resaltarse la disposición en cuanto 
establece la continuidad del arbitraje “sin que sea 
necesario acusar rebeldía”; disposición procesal 
civil contenida en el derogado Código Procesal 
Civil, que en todo caso, con el actual Código 
Procesal Civil (2018) desaparece del sistema 
jurisdiccional nacional.

Con relación al laudo final, el artículo 33 del 
Reglamento mantiene similares disposiciones que 
el artículo 58 de la Ley RAC.

Ese Reglamento no establece disposición 
sobre el laudo consentido, pero nada impide 
eventualmente esa posibilidad en atención al 
principio que el arbitraje se conduce por la 
voluntad de las partes, de modo que si ellas 
solicitan suspender las actuaciones para conciliar 
y luego piden un laudo homologatorio del acuerdo 
consensuado entre ellas, es deber del tribunal 
arbitral resolver lo pertinente con respecto a ese 
acuerdo y eventualmente homologarlo en forma 
de laudo final. 

c.	 Reglamento del CRC.
El Reglamento del CRC contempla el laudo 

en rebeldía en el primer párrafo del artículo 63, 
al señalar:

Artículo 63—Conclusión del proceso 
	 Si dentro del plazo fijado por el tribunal 
arbitral, el solicitante no ha presentado su 
escrito de pretensiones, el tribunal ordenará 
la conclusión del proceso. Si dentro del plazo 
fijado por el tribunal, el solicitado no ha 
presentado su contestación sin invocar causa 

suficiente, el tribunal arbitral ordenará que 
continúe el proceso.

En cuanto al laudo consentido, se regula en el 
artículo 65, párrafo primero que indica:

Artículo 65—Motivos de conclusión del 
proceso 
	 Si antes de dictarse el laudo, las partes llegan 
a un arreglo sobre el fondo del asunto, así lo 
comunicarán al tribunal arbitral a través del 
CRC y el tribunal concluirá el proceso. El 
tribunal podrá homologar el acuerdo y darle 
carácter de laudo.

También se contempla en esa normativa 
el laudo final en su artículo 64 en términos 
coincidentes con el artículo 58 de la Ley RAC.

d.	 Reglamento del CAM.
El Reglamento del CRC vigente a partir del 

1 de marzo del 2016 contempla también el laudo 
por acuerdo de partes, el laudo en rebeldía de una 
parte y el laudo final.

	

CAPÍTULO VI
EJECUCIÓN DEL LAUDO

	
I. Introducción

La idea, que podemos calificar de romántica 
o idílica, de que las partes van a un arbitraje a 
resolver sus controversias y se van a conformar 
con la decisión de ese árbitro, sin cuestionarla, 
no es una visión congruente con la realidad del 
arbitraje nacional e internacional.

Las partes muchas veces pedirán a sus 
abogados que estudien y analicen las opciones 
que tienen para impugnar el laudo desfavorable, 
por lo que no debe ser extraño que la parte que ha 
perdido un arbitraje nacional pretenda recurrirlo 
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como si se tratase de un proceso ordinario, lo cual 
es un grave error que conduce al rechazo de la 
impugnación.

En este capítulo vamos a tratar los medios de 
impugnación contra el laudo arbitral en el proceso 
nacional, para ello vamos a analizar:

a)	 La falta de recurso de apelación contra el 
laudo

b)	 Las diferencias entre un proceso judicial y 
uno arbitral

c)	 La ideología detrás de la falta de recursos 
amplios contra el laudo

d)	 Las causales de nulidad de la Ley RAC y 
su tratamiento jurisprudencial

II. La falta de recurso de apelación contra el 
Laudo Final

El recurso de apelación es un instrumento 
de impugnación que se presenta contra una 
decisión jurisdiccional, en el que se pueden 
plantear argumentos de forma y de fondo contra 
la resolución impugnada, pudiendo al superior 
jerárquico revocar esa resolución y pronunciarse 
por el fondo de una manera distinta.

En el arbitraje se sostiene que la decisión final 
o de fondo compete sólo a los árbitros y sólo a 
ellos, porque la voluntad de las partes fue dotarlos 
de esa potestad a ellos y a nadie más.

El tema de la falta de un recurso de apelación 
contra el laudo en la Ley RAC, fue planteado 
hace algunos años a la Sala Constitucional, la cual 
señaló:

	 V.- Sobre el derecho a la doble instancia. 
El argumento de los accionantes se centra 
en la consideración de que, en materia 

arbitral, la inexistencia del recurso que 
permite la revisión de la sentencia por una 
autoridad superior viola el derecho a una 
doble instancia y el principio de igualdad. 
La Sala no comparte los argumentos de los 
accionantes por las razones que se indicarán 
a continuación. En cuanto al primer aspecto 
alegado, violación al derecho a una doble 
instancia, este Tribunal reiteradamente ha 
señalado que no existe un derecho fundamental 
a la doble instancia, salvo en materia penal o 
sancionatoria. El hecho de que el legislador 
haya dispuesto en algunos procesos que 
determinadas resoluciones dictadas tienen la 
posibilidad de ser revisadas por una instancia 
superior, no significa que se pueda extender 
el razonamiento a otros procesos o a otras 
resoluciones sin más. En relación con el tema 
de los recursos, este Tribunal ha indicado 
que la Constitución Política no contempla un 
derecho a la doble instancia; el derecho de 
apelación no es irrestricto, y sólo se constituye 
como tal, en los términos establecidos en el 
Pacto de San José (Convención Americana 
sobre Derechos Humanos) en sus artículos 8 
y 25, que lo limitan a la materia penal, contra 
el fallo condenatorio, o en los demás casos, 
en cuanto a las resoluciones que ponen fin al 
proceso, con las salvedades que se indican. 
Así, la circunstancia de que la resolución final 
que se dicta en un proceso arbitral no tenga 
recurso de apelación no es violatorio del 
debido proceso.” (SALA CONSTITUCIONAL 
DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. No 
2009-12215 de 14:45 horas del 5 de agosto del 
2009)

Al respecto, el artículo 34 de la Ley Modelo 
UNCITRAL que es la misma redacción de 
nuestra Ley de Arbitraje Internacional, indica con 
relación a la impugnación del Laudo que:

	 1) Contra un laudo arbitral sólo podrá 
recurrirse ante un tribunal mediante una 
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petición de nulidad conforme a los párrafos 2) 
y 3) del presente artículo”,

Es digno de mencionar que el artículo 34 tiene 
un párrafo descriptor de la norma que dice:

ARTÍCULO 34.- La petición de nulidad como 
único recurso contra un laudo arbitral

El sistema arbitral costarricense es congruente, 
en sus dos legislaciones, sobre este instituto 
jurídico prohibiendo los recursos de fondo contra 
el laudo arbitral, lo cual exige a quienes pretenden 
recurrir un laudo familiarizarse con los principios 
y formas en que procede combatir ese tipo de 
resolución.

III.  Las diferencias entre un proceso judicial 
y un proceso arbitral justifican la ausencia de 
recursos

La celeridad y eficiencia del proceso arbitral 
nacen de la ausencia de recursos de doble 
instancia, salvo el recurso de apelación contra la 
resolución que acepta o deniega una excepción de 
incompetencia. Es de fundamental relevancia para 
todo operador del Derecho, especialmente para el 
abogado de litigio, entender que el arbitraje es un 
proceso de solución de conflictos distinto y, por 
ende, no puede asimilarse al proceso judicial. 

La Sala Constitucional lo indicó claramente, 
estableciendo puntualmente las diferencias de 
fondo y forma existentes entre ambos procesos, 
que por su contenido se cita literalmente:

	 El Tribunal no comparte el criterio de 
los accionantes relativo a que el arbitraje 
puede asimilarse al proceso ordinario y por 
ello, debería contar con los mismos medios 
recursivos. Ciertamente los dos procesos 
buscan el mismo objetivo, cual es resolver 
un conflicto de naturaleza jurídica entre dos 

partes; sin embargo, difieren en la forma en 
alcanzarlo. El arbitraje es un instrumento 
procesal que el ciudadano puede utilizar para 
ejercer su derecho a resolver sus diferencias 
patrimoniales a través de un medio alternativo 
a la tutela jurisdiccional. El artículo 2° de la 
Ley N° 7727 denominada Ley sobre Resolución 
Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz 
Social señala que “…Toda persona tiene el 
derecho de recurrir al diálogo, la negociación, 
la mediación, la conciliación, el arbitraje 
y otras técnicas similares, para solucionar 
sus diferencias patrimoniales de naturaleza 
disponible.” Se trata entonces de uno entre 
varios métodos alternativos de resolución de 
controversias. No es, como algunos podrían 
pensar, una forma de impartir justicia opuesta 
a la estatal, pero sí diferente en varios aspectos. 
Ambos constituyen medios para la resolución 
de conflictos, que tutelan derechos diferentes 
aunque, se insiste, no por ello opuestos: el 
artículo 41 referido a la tutela judicial y el 43 
a la tutela arbitral.(…).De ahí que, volviendo 
al alegato inicial de los accionantes en punto a 
la presunta violación al principio de igualdad, 
no hay tal pues se trata de procesos diferentes. 
En un supuesto como éste, el principio de 
igualdad resultaría lesionado si se aplicaran 
distintas reglas procesales a sujetos sometidos 
al mismo procedimiento, no cuando se 
aplican reglas diferentes a procedimientos 
diferentes. De ahí que la Sala estime que no 
es un argumento legítimo trazar un parangón 
entre procesos de diferente naturaleza.” 
(SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA. No 2009-12215 de 
14:45 horas del 5 de agosto del 2009)
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De acuerdo con el voto citado, la Sala resume las diferencias del proceso jurisdiccional y arbitral 
así:

	 PROCESO JURISDICCIONAL	 PROCESO ARBITRAL

	 El proceso ordinario, en cualesquiera de sus 
formas, es actividad judicial. Tiene su origen en 
una controversia que culmina con la interposición 
de una demanda ante un órgano judicial por parte 
de una persona física o jurídica (actora) en contra 
de otra (demandada). El demandado es traído al 
proceso de manera forzosa y deberá mantenerse 
en él con el objeto de defender sus derechos.

	 La justicia arbitral tiene su origen en un 
acuerdo de voluntades suscrito con ese propósito, 
fundado en el principio de autonomía de la 
voluntad. Prueba de ello es que nadie puede ser 
obligado a participar en un arbitraje si de previo 
no ha consentido en eso por escrito.

OBJETO

	 No todos los asuntos pueden ser sometidos a arbitraje; existen materias de orden público que 
por su naturaleza están reservadas para ser conocidas y resueltas por la jurisdicción estatal la que, 
por el contrario, puede y debe conocer y resolver todos los asuntos que le sean sometidos.

PROFESIONALES

	 Los jueces adscritos al Poder Judicial. La 
justicia estatal es gratuita; los procesos han sido 
diseñados de manera tal que factores económicos 
no obstaculicen el acceso a la justicia.

	 El arbitraje es conducido por profesionales 
(normalmente abogados, pero en los procesos ad 
hoc no necesariamente es así), nombrados por las 
partes y pagados por éstas. Desempeñan su labor 
como verdaderos jueces en tanto su decisión es 
vinculante y produce cosa juzgada material. son 
nombrados para conocer el caso concreto; una 
vez que dictan el fallo, cesa su nombramiento.

	 Las partes tienen una calificada intervención 
al definir aspectos tan relevantes como la 
composición del tribunal arbitral y las reglas 
dentro de las que éste actuará.

IV.- La ideología detrás de la falta de recursos 
amplios contra el Laudo Final

Conforme lo anterior cabe concluir que 
el laudo tiene un carácter irrecurrible, siendo 
procedentes solamente los recursos de nulidad y 
de revisión. 

La Ley RAC, al establecer causales taxativas 
de nulidad de los laudos, estableció una 
competencia limitada a la Sala Primera, la cual 
no puede sustituir la decisión arbitral. El ámbito 
competencial de la Sala Primera en materia arbitral 
quedó restringido a los casos expresamente 
previstos en la Ley RAC. En particular, con 
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respecto al Recurso de Nulidad contra el Laudo, 
se ha concebido para garantizar, básicamente, la 
correcta tramitación del proceso arbitral. La Ley 
RAC, en su artículo 67, que preceptúa las causales 
taxativas de nulidad, tiene esa orientación, pues 
con las excepciones específicas de los incisos d) 
arbitrabilidad de la materia y f) orden público, solo 
es posible aducir infracciones de índole procesal 
que atenten contra la validez del laudo arbitral.

El control estatal del proceso arbitral se da 
para garantizar el debido proceso y el derecho 
de defensa como pilares básicos de todo proceso. 
En ese sentido, el pronunciamiento de la Sala se 
limita a acoger o rechazar la nulidad invocada, 
sin que tenga posibilidad alguna de sustituir la 
decisión arbitral. (Véase Sala Primera No 24- 
F-2007, de las 10:35 horas del 19/1/2007).

De modo que fácilmente se puede afirmar 
que el laudo es la resolución final y definitiva 
del conflicto sometida a conocimiento de los 
árbitros y que expresa los motivos de tal decisión, 
con la característica especial de que el mismo 
es irrecurrible o inapelable, no hay una segunda 
instancia arbitral para revisar aspectos de fondo 
o valoración de la prueba hecha por el tribunal 
arbitral, siendo así que el laudo goza de la 
condición de cosa juzgada material.

V.- Las causales de nulidad de la Ley RAC y su 
tratamiento jurisprudencial

La Sala Constitucional también ha debido 
pronunciarse sobra la impugnación de los laudos, 
estableciendo certeramente que el recurso de 
nulidad está reservado para defectos graves en el 
laudo y no comprende una revisión de aspectos de 
fondo, porque se fomenta en el proceso arbitral la  
exclusividad de la instancia, quedando la revisión 
judicial por nulidad reservada a la violación 
del debido proceso, a objeciones respecto de la 
arbitrabilidad de la controversia y al resguardo de 

las normas imperativas y de orden público. (Ver 
Voto 2005.02999 de las 14:45 horas del 16 de 
marzo del 2005).

En cuanto a la técnica propia del Recurso de 
Nulidad conviene atender diligentemente estos 
aspectos:

a.-	 Debe ser interpuesto en un plazo de 15 
días después de notificado el laudo, salvo 
cláusula en contrario, la cual prevalece.

b.-	 Deben plantearse técnica y ordenadamente 
los motivos de disconformidad, estando 
obligado a explicar las razones claras y 
precisas en que funda el reclamo y que 
deben referirse a una o más de las causales 
taxativas de nulidad.

c.- La competencia de la Sala se restringe 
sólo a un análisis del Laudo y no del caso 
concreto que lo originó, por lo cual no 
puede entrar a conocer el objeto del litigio 
ni a valorar las pruebas o la valoración que 
sobre ellas vertió el tribunal arbitral.

d.- La nulidad debe entenderse como un 
recurso en relación, pues la competencia 
de la Sala se restringe con exclusividad 
a los argumentos esbozados por la parte 
que lo formula, de modo tal que solo 
puede ingresar a deliberar sobre los puntos 
sometidos a revisión.

e.- Es un recurso extraordinario que se ha 
concebido para asegurar la correcta 
tramitación del proceso arbitral, pero no 
para entrar a resolver el caso por el fondo. 
En algunos otros sistemas arbitrales, se 
califica como un acción o demanda de 
nulidad del lado, debido a sus especiales 
características.

f.- Pretende garantizar el cumplimiento del 
debido proceso y la seguridad jurídica 
por medio de la recta aplicación de los 
principios y regulaciones del proceso 
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arbitral. En adición, no todos los vicios 
de procedimiento son pasibles de ser 
revisados, sino únicamente aquellos que 
expresamente se encuentran enlistados en 
el numeral 67 de la Ley RAC, por cuanto 
las causas de nulidad son taxativas. En 
consecuencia, las causales son precisas y 
específicas.

g.- La única salvedad, aún sea de manera 
indirecta, ocurre cuando se ataca el laudo 
con base en las causales de los incisos e) y 
f) del artículo 67. No obstante, el escrutinio 
se limita a confrontar la parte decisoria 
con el contenido del debido proceso y de 
las normas imperativas o de orden público 
invocadas, respectivamente, sin que pueda 
la Sala darle un contenido nuevo al laudo 
en caso de llegar a anularlo. (Sobre todo 
lo anterior véase Sala Primera de la Corte 
Suprema de Justicia. No 237-F-06 de 
14:45 horas del 5/5/2006.)

Las causales de nulidad contempladas en el 
artículo 67 de la Ley RAC son las siguientes:

a)	 Haya sido dictado fuera del plazo, salvo si 
las partes lo han ampliado.

b)	 Se haya omitido pronunciamiento sobre 
asuntos sometidos al arbitraje, sin cuya 
resolución resulte imposible la eficacia y 
validez de lo resuelto.

c)	 Se haya resuelto sobre asuntos no 
sometidos a arbitraje; la nulidad se 
decretará en cuanto a los puntos resueltos 
que no habían sido sometidos al arbitraje, 
y se preservará lo resuelto, si fuere posible.

d)	 La controversia resuelta no era susceptible 
de someterse a arbitraje.

e)	 Se haya violado el principio del debido 
proceso.

f)	 Se haya resuelto en contra de normas 
imperativas o de orden público.

g)	 El tribunal carecía de competencia para 

resolver la controversia.

Podemos afirmar que la Sala Primera ha 
anulado laudos, principalmente, por temas 
relativos a la incongruencia, violaciones al debido 
proceso y por violación de normas imperativas o 
de orden público. También hay que señalar que 
la mayor parte de los recursos de nulidad son 
rechazados, porque el recurrente hace mención 
de argumentos que tratan sobre la ponderación 
de la prueba, sobre el impacto que podría tener 
determinada prueba en la decisión final, por lo que 
usualmente pretende entrar a la bondad o justicia 
del laudo o su contenido de fondo, aspecto que no 
está permitido conocer a la Sala Primera.

En términos generales, el Recurso de Nulidad 
contra el laudo arbitral está reservado para 
defectos graves y manifiestos; no comprende 
revisión de aspectos de fondo, estando reservado 
sólo para conocer de la correcta tramitación del 
proceso arbitral y no la correcta interpretación del 
Derecho –en el sentido de la posibilidad de analizar 
el cuadro fáctico y probatorio del proceso para 
señalar el derecho aplicable–, quedando limitada 
la competencia de la Sala Primera a conocer las 
causales taxativas establecidas en el artículo 67 
de la Ley RAC, que son numerus clausus, sin que 
pueda sustituirse la decisión arbitral (laudo), de 
modo que el mismo es inmodificable.

VI.- Análisis de las causales de nulidad 
conforme al artículo 67 Ley RAC

a) Haya sido dictado fuera del plazo, salvo si 
las partes lo han ampliado.

En efecto el proceso arbitral es un mecanismo 
ágil para resolver los conflictos y las partes lo 
escogen –entre otras– por razón de su celeridad 
y así lo establecen normalmente en los acuerdos 
arbitrales.
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De modo que, como ya se ha visto, se 
considera motivo de nulidad del laudo el haberse 
dictado fuera del plazo concedido por las partes 
(principio pro tempore).

Quedan a salvo de esta limitación, las 
actuaciones arbitrales ulteriores, con ocasión de 
una gestión de parte pidiendo adición y aclaración 
del laudo.

b) Se haya omitido pronunciamiento sobre 
asuntos sometidos al arbitraje, sin cuya resolución 
resulte imposible la eficacia y validez de lo 
resuelto.

Esta causal tiene relación con el tema de 
la congruencia entre lo pedido y lo resuelto 
finalmente en el laudo. No es cualquier motivo el 
que causa nulidad, sino que los árbitros no hayan 
resuelto un tema sometido a su conocimiento 
y que, además, esa carencia de solución haga 
imposible o inválido el laudo mismo.

De hecho, se reconoce que esta causal debe 
aparejar indefensión o perjuicio real y efectivo 
para la parte que lo invoca, en caso contrario, el 
laudo no será anulado.

c) Se haya resuelto sobre asuntos no sometidos 
a arbitraje; la nulidad se decretará en cuanto a los 
puntos resueltos que no habían sido sometidos 
al arbitraje, y se preservará lo resuelto, si fuere 
posible.

Esta causal también tiene relación con el 
tema de la congruencia del laudo. La congruencia 
aplica a lo pedido en demanda, contrademanda y 
sus contestaciones y puede darse en tres formas 
específicas y procederá su acogida si hace ineficaz 
o inválido lo resuelto en el laudo.

El vicio de incongruencia se produce cuando 
el laudo presenta una discrepancia o desarmonía 
relevante entre las pretensiones presentadas al 

arbitraje y lo que finalmente se pronuncia en el 
laudo. Es decir, consiste en una disonancia o falta 
de relación entre la totalidad de las pretensiones 
materiales acumuladas por las partes en el proceso 
y lo que se resuelve. Puede reunir tres formas: i) 
el laudo provee sobre más de lo pedido (ultra 
petita); ii) el laudo decide sobre pretensiones 
no formuladas por el demandante (extra petita); 
o, iii) el laudo omite decidir sobre alguna de 
las peticiones o de las excepciones invocadas 
(mínima petita o infra petita).

Al respecto, la jurisprudencia de la Sala 
Primera indica:

	 En el caso específico de la incongruencia en 
el laudo arbitral, las hipótesis en que resulta 
quebrantada, se indican en el mencionado 
artículo 67, que contempla dos posibilidades. 
En este sentido la norma indica en lo que 
interesa: “Únicamente podrá ser declarado 
nulo el laudo cuando: (...) b) Se haya omitido 
pronunciamiento sobre asuntos sometidos 
al arbitraje, sin cuya resolución resulte 
imposible la eficacia y validez de lo resuelto. 
c) Se haya resuelto sobre asuntos no sometidos 
a arbitraje; la nulidad se decretará en cuanto 
a los puntos resueltos que no habían sido 
sometidos al arbitraje y se preservará lo 
resuelto, si fuere posible.” En el inciso b) 
se regula lo que se ha denominado mínima 
petita. Acorde al canon transcrito, para que 
este vicio sea causal de nulidad la falta debe 
ser grave y trascendente. La ley lo enfatiza al 
disponer que para ser relevantes tienen que 
haber hecho imposible la eficacia y validez de 
lo resuelto. En este supuesto, de importancia 
es indicar que el mismo Tribunal puede 
superar y corregir la falta a instancia de parte 
interesada, dentro de los plazos estipulados 
por el precepto 62 del mismo cuerpo legal. En 
el inciso c) por su parte, se deriva lo contrario, 
es decir, cuando se haya incurrido en un exceso 
al resolver puntos que no fueron sometidos al 
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arbitraje, lo que se conoce como extra petita. 
En este supuesto el defecto puede subsanarse, 
siempre que provenga de un simple error. 
Sobre el tema de la incongruencia como 
causal de nulidad en los procesos arbitrales, 
puede consultarse la resolución de esta Sala 
No. 076-F-01, de las 15 horas del 19 de enero 
del 2001. El reparo debe ser rechazado. La 
incongruencia, en orden a lo expuesto, estriba 
en la falta de relación entre lo pedido por las 
partes, no a lo largo del proceso, sino en sus 
escritos de demanda o contrademanda como 
en sus respectivas contestaciones, y lo resuelto 
en el fallo; no porque en éste se decida algo 
diferente a lo querido por los litigantes, sino 
porque se omite pronunciamiento sobre algún 
extremo sometido a debate, o se otorga más 
de lo pedido, o porque lo resuelto no guarda 
correspondencia con lo solicitado, o porque 
contiene disposiciones contradictorias.” 
SALA PRIMERA DE LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA. No 1030-F-2005 de 9:40 horas 
del 23/12/2005.

d) La controversia resuelta no era susceptible 
de someterse a arbitraje.

Esta causal versa sobre el tema de la 
competencia de los árbitros para conocer y 
resolver el conflicto que se les ha sometido a su 
conocimiento. Una controversia no es susceptible 
de someterse a arbitraje, en términos generales, 
si:

a.- 	 No fue prevista en el acuerdo arbitral.

b.-	 Versa sobre materia que no es patrimonial 
y de libre disposición.

	 La tendencia actual en el arbitraje es 
la de ir abriendo cada vez más las áreas 
de aplicación del arbitraje y que solo 
ante una situación calificada y realmente 
excepcional, proceda su exclusión.

e)	 Se haya violado el principio del debido 
proceso.

La causal de violación al principio de debido 
proceso es frecuentemente utilizada en los 
Recurso de Nulidad que se presentan contra los 
laudos, pero se comete el error de aplicar esa 
causal a la valoración de los hechos y del material 
probatorio que hizo el tribunal, lo cual inhibe el 
examen de la Sala y genera el rechazo del recurso.

La Sala Primera fijó un precedente sumamente 
claro sobre este tema, de la siguiente manera:

	 V. Con relación a la primera parte de este 
agravio, valga hacer las siguientes acotaciones. 
El derecho fundamental del debido proceso, 
como se sabe, tiene raigambre Constitucional, 
y si se quiere trasciende la positividad de 
una norma primaria para irradiar todo el 
ordenamiento jurídico (escrito y no escrito), a 
título de Principio General del Derecho, pues 
al fin y al cabo no es mas que una consecuencia 
del Derecho de Defensa catalogado con el 
carácter de humano. Sus manifestaciones en 
los diversos procedimientos no son pocas, y las 
aristas de su análisis han provocado múltiples 
consideraciones de cara a la invalidez o no de 
un procedimiento o proceso previo, de quien 
enfrenta la exigencia o la necesidad de una 
resolución final de fondo sobre el derecho que 
se debate. Son varias las facetas por cubrir 
para que pueda entenderse cumplimentado 
a cabalidad, y dentro de ellas destaca, la 
necesaria motivación de lo resuelto, que busca 
esencialmente tres objetivos: a) interdicción 
de la arbitrariedad del juzgador, en cuanto 
obliga a un elenco de hechos probados, y 
suprime así cualquier elemento de mera 
conciencia ajeno a quien resuelve en Derecho, 
puesto que el ejercicio de su autoridad no 
es más que manifestación del principio 
democrático de las potestades públicas 
con apego y sometimiento al Derecho; b)
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convencimiento de las partes que han sometido 
su diferendo a un mecanismo de resolución 
heterocompositivo, y c) fundamentación 
necesaria para quienes, inconformes con 
lo resuelto, puedan acudir ante el superior 
desvirtuando los razonamientos del a-quo. 
Es preciso advertir, que tanto desde el punto 
de vista Constitucional, como en la nulidad 
que en esta materia se establece, la debida 
motivación como parte del debido proceso, no 
autoriza ni permite una ponderación minuciosa 
del acierto o no de las razones dadas por los 
árbitros. Lo contrario, implicaría una revisión 
en alzada de las probanzas y su valoración 
respecto de lo dispuesto. No incumbe por tanto 
a esta Sala, el examen del contenido o no de 
un documento, de una declaración o de una 
pericia. Para el cumplimiento de la exigencia 
constitucional de comentario, basta en este 
caso, una motivación razonable y razonada en 
la que se indiquen las ponderaciones que el 
juzgador hizo de las circunstancias subyacentes 
del conflicto planteado, que lleven a una 
lógica conclusión en su parte dispositiva. Mas 
simple, la falta de motivación (intrínseca en el 
debido proceso) como causal de anulación del 
laudo, esta referida a la carencia absoluta de 
fundamentación y razonamiento de la decisión 
final, mas no a la exhaustividad y valoración 
de los elementos de convicción traídos a los 
autos. El último párrafo del ordinal 58 de la 
Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos 
y Promoción de la Paz Social, confirma esa 
tesis, pues obliga a los tribunales arbitrales a 
exponer las razones en que se basa el laudo, 
salvo que expresamente las partes lo eximan 
de hacerlo, en arbitrajes de equidad.” Sala 
Primera de la Corte Suprema de Justicia. No 
484-F-2003 de 10:30 horas del 12/8/2003.

En términos generales la jurisprudencia de la 
Sala Primera ha establecido con respecto a esta 
causal:

I.	 No procede una ponderación minuciosa de 
los razonamientos expuestos en el laudo.

II.	 El deber de fundamentación del laudo 
implica una justificación razonable de la 
decisión adoptada.

III.	 Puede existir una omisión de actos 
procesales, pero para que cause nulidad 
debe impedir el contradictorio, debe 
impedir combatir probanzas o debe impedir 
invocar razones fácticas o jurídicas.

IV.	 La indefensión implica omisión de etapas 
o trámites que dejen sin posibilidad de 
defensa al perjudicado.

V.	 La ausencia de comunicar a las partes el 
resultado de una pericia produce nulidad, 
al provocarse indefensión.

f) Se haya resuelto en contra de normas 
imperativas o de orden público.

La causal de nulidad por violación del orden 
público es una de las difusas por la imprecisión 
jurídica que conlleva el concepto de “orden 
público”.

La Sala Primera ha expresado al respecto:

	 El concepto jurídico de orden público es 
indeterminado, flexible, dinámico y de difícil 
definición. No obstante, puede entenderse 
como el conjunto de principios inspiradores de 
un ordenamiento jurídico reflejo de los valores 
esenciales de una sociedad en un momento 
dado. Existen varias clases de orden público. 
La clasificación más importante distingue 
entre orden público interno y orden público 
internacional. El primero puede dar lugar 
a la anulación del laudo. Otra clasificación 
importante sería la relativa al orden público 
material, orden público procesal y orden 
público constitucional. Dentro del proceso 
arbitral se prevé la nulidad del laudo infractor 
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del orden público, y en tal caso, la causal 
podría ser alegada por la parte, pudiendo 
originar una nulidad total del laudo. Esta 
causal podría interpretarse de dos maneras: 
por un lado, la violación al orden público sólo 
se produciría cuando se sometan a arbitraje 
materias excluidas, por su propia naturaleza 
jurídica de derechos indisponibles, pero por 
otra parte, también podría interpretarse, 
admitiendo la impugnación de laudos en base 
a fundamentos excluidos por el legislador.” 
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. 
No 76 de 15:00 horas del 19/1/2001.

Con respecto a las normas imperativas 
se puede decir que constituyen principios 
fundamentales del sistema, que se caracterizan 
por ser de aplicación obligatoria, imponiéndose 
por encima de la voluntad de las personas, en el 
sentido que no pueden ser sustituidas ni alteradas. 
Representan, por tanto, una limitación a la 
capacidad de disposición. De ahí la necesidad o 
interés general de imponerse sobre la voluntad 
de los individuos. Pueden ser positivas cuando 
ordenan forzosamente una determinada conducta 
y negativas o prohibitivas las que se limitan a 
vedar algo.

g) El tribunal carecía de competencia para 
resolver la controversia.

Esta causal guarda una íntima conexión con la 
del inciso d), dado que – como ya se ha indicado- 
una controversia no es susceptible de someterse a 
arbitraje, en términos generales, si:

I.	 No fue prevista en el acuerdo arbitral.

II.	 Versa sobre materia que no es patrimonial 
y de libre disposición.

Normalmente los temas relacionados con la 
competencia del tribunal arbitral se resuelven 
en forma interlocutoria, en las primeras fases 

del procedimiento, mediante la impugnación de 
competencia que hace una parte o también por 
declaración de oficio hecha por el propio Tribunal.

De no ser así, y si el caso llega hasta el laudo 
final sería revisable en sede de nulidad por medio 
de esta causal.

ANEXO:

EL REENVÍO EN CASO DE 
ANULACIÓN DE LAUDOS

I. Aspectos generales.

El reenvío es una potestad jurisdiccional 
reservada a la Sala Primera de la Corte, cuando en 
el estudio de un Recurso de Casación, decreta la 
nulidad de una sentencia por razones procesales 
y ordena su remisión al Tribunal para que haga la 
reposición del trámite procesal omitido y falle de 
nuevo con arreglo a derecho.

Con fundamento en los artículos 610 inciso 1 
y 616, ambos del derogado CPC, de muy dudosa 
vigencia, desde los albores de la Ley de Resolución 
Alterna de Controversias y Promoción de la Paz 
Social, la Sala Primera estableció el reenvió de 
laudos anulados por razones procesales formales.

Uno de los primeros precedentes sobre este 
tema indicó que a 

	 …  la Sala no deja de preocuparle el resultado 
del proceso arbitral cuando, por razones 
procesales, deba declararse la nulidad de 
un laudo.   Esto es así porque en algunas de 
las causales si los vicios resultan evidentes, e 
insalvables se declaran por la Sala, podrían 
las partes eventualmente recurrir a la vía 
ordinaria a dirimir sus diferencias porque el 
proceso arbitral fue inoperante o no cumplió 
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el cometido previsto por las partes. En otros 
casos la nulidad decretada podría tener valor 
de cosa juzgada. Pero también puede ocurrir 
que el vicio detectado sea subsanable y en 
consecuencia en este caso debe evitársele 
el mayor perjuicio a las partes y al instituto 
mismo del arbitraje obligando al tribunal 
arbitral a corregir los vicios u omisiones para 
dictar un nuevo laudo ajustado a derecho.” 
(Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.  
No 594-F-00 de 11:40 horas del 18/8/2000).

Ese peculiar modo de resolver el tema de 
las nulidades formales de los laudos entraña dos 
errores de fondo: (i) que anulado el laudo las partes 
deben acudir a un proceso ordinario, cuando esto 
no es así, porque el acuerdo arbitral mantiene su 
validez; (ii) que la Sala Primera podría intervenir 
en forma directa sobre el plazo de los Tribunales 
Arbitrales y sobre la forma en que se deben hacer 
o subsanar los laudos.

El fundamento ideológico de ese precedente 
judicial es la preocupación que causa a los 
Magistrados la anulación de un laudo y el efecto 
de imposibilitar a las partes la solución del 
diferendo, por lo que – en aras de salvaguardar el 
derecho de las partes y el instituto del arbitraje- 
deciden integrar normas jurídicas destinadas a 
regular los procesos judiciales civiles y aplicarlas 
al arbitraje.

El precedente citado se fue consolidando 
como jurisprudencia de la Sala Primera, con sus 
distintas integraciones desde el año 2000 hasta el 
2017; aunque nunca fue un tema pacífico dado 
que desde su origen fue adoptado por votación de 
mayoría.

Los votos salvados tienen una interesante 
fundamentación:

El Voto salvado de la resolución 594-F-2000, 
señalaba que ni la Ley RAC, ni el Código Procesal 

Civil, en su artículo 616, facultan a la Sala 
Primera para ordenarle al tribunal arbitral reponer 
el trámite omitido que dio lugar a la nulidad del 
laudo, y que, aunque estuviere vencido el plazo 
para dictar el laudo, dicte de nuevo otro laudo en 
un plazo que le confiere la propia Sala Primera. 
Además, estimaba que el artículo 616 del CPC 
estaba derogado implícitamente por la Ley RAC 
al ser una ley especial sobre el tema.

II. El reenvío y el otorgamiento de plazo 
adicional para emitir un nuevo laudo.

Para el año 2013, asistimos a la emisión de 
una resolución de la Sala Primera, que viene a 
cambiar radicalmente la fundamentación jurídica 
en que se sostenía el reenvío de laudos anulados 
y el otorgamiento judicial de plazo adicional para 
emitir el laudo.

La resolución corresponde a la número 711-
A-S1-2013, de nuevo por votación de mayoría, 
indicó:

“... el fundamento jurídico tanto del reenvío 
dispuesto por la mayoría de esta Sala como 
del plazo otorgado para que el tribunal arbitral 
proceda a laudar. Para pedir que se adicione, 
parten de la presunción de que como fundamento 
de reenvío, se acudió al artículo 616 del Código 
Procesal Civil, que para todos los efectos, estiman 
derogado. Al respecto es bueno señalar que la 
mayoría de esta Sala entiende, al igual que lo 
hacen los gestionantes, inaplicable el numeral 
616 mencionado por inexistencia de norma. No es 
ese ni ha sido ese el fundamento jurídico positivo 
para el proceder de esta mayoría.” (Lo resaltado 
no es del original).

La mayoría de la Sala Primera reconoce un 
error histórico, que – como se indicó- viene desde 
los inicios de la Ley RAC, donde se justificó 
el reenvío en el mencionado artículo 616 CPC. 
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Pero, si es bueno que se admita la derogación 
de esa norma, entonces ¿cuál es el fundamento 
normativo para ordenar el reenvío de un laudo 
anulado en estos momentos?

Dice la resolución en comentario:

	 “Como bien se sabe, y mejor aún conocen los 
recurrentes, el derecho no se agota en la estricta 
y rígida letra de la ley. El derecho está nutrido 
de principios, de lógica y razonamiento que 
buscan la máxima aproximación a la justicia 
y a la resolución del conflicto con la mayor 
dosis posible de equidad. Más que una norma 
jurídica positiva, para la mayoría de esta Sala, 
la anulación de un laudo arbitral por razones 
procedimentales y procesales previas o ínsitas 
al fallo mismo, y su correspondiente reenvío, 
encuentran asidero en los más elementales 
y trascendentes principios del derecho (que 
lejos de ocupar un lugar residual en las 
fuentes, han de imponerse como regla y 
basamento esencial de todo el ordenamiento 
jurídico).” (Lo resultado no es del original).

Todo sistema normativo tiene claramente 
definida la escala jerárquica de sus fuentes, de 
modo que – como parece ser conocido de todos- las 
normas jurídicas escritas tienen prevalencia sobre 
las normas no escritas, así  que no es admisible 
el que los principios jurídicos se impongan como 
regla, porque esos principios son la fuente mediata 
de la interpretación de la norma escrita.

En sede judicial, el Código Procesal Civil 
tiene normas habilitantes para reenviar el proceso 
al órgano a quo con la finalidad que vuelva a 
resolver. En el arbitraje, que es un proceso de 
instancia única, con otro basamento ideológico, 
no cabe el reenvío porque se reconoce que no hay 
norma jurídica, y el supuesto principio jurídico 
de que no se alcanzó el fin del proceso no es un 
principio jurídico de interpretación normativa, 
sino una aspiración del intérprete.

El que “Ello obliga, por razones de principio, 
a incitar y habilitar, si es necesario, al órgano 
arbitral para que resuelva el proceso incoado”, 
no es más que un ejercicio de poder y no un 
ejercicio de interpretación del derecho.

Lo cierto del caso es que los árbitros ya 
emitieron su laudo sobre ese conflicto particular, 
que puede ser calificado como bueno o malo, 
incluso nulo, pero es su criterio público. Ya han 
dado exteriorización a sus razonamientos de fondo 
sobre cómo debe quedar resuelta la controversia; 
por lo cual no cabe argumentar que no existe 
ese pronunciamiento, tiene una existencia en el 
mundo real y aunque después fuere invalidado 
jurídicamente, ya hubo un criterio jurídico de 
fondo expuesto a las partes.

En el arbitraje –a diferencia de los Tribunales 
Judiciales– se tiene a un mismo panel de árbitros 
para emitir el laudo, no hay otros jueces que 
vengan a reemplazar a los que emitieron la 
sentencia reenviada. Por ende, nada nos invita 
a pensar que aquellos que emitieron un laudo 
en un determinado sentido vayan a variar 
sustancialmente su apreciación del conflicto como 
para cambiar de criterio y resolver en contra del 
ganancioso en un primer laudo.

Por ello, es que el reenvío pierde sentido y 
vigencia en el arbitraje y no se utiliza en ninguna 
jurisdicción.

La nulidad de un laudo arbitral lo es por 
causales taxativas que indica la ley, básicamente 
de tipo procesal como violación del debido 
proceso, laudar fuera del plazo, omitir resolver 
sobre algún punto sometido al arbitraje o resolver 
sobre puntos no sometidos al arbitraje; de modo 
que el fondo de la controversia no es objeto de 
conocimiento del recurso de nulidad.

Se debe indicar que el artículo 67 del 
Reglamento de Arbitraje del CRC acogió el tema 
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del reenvío en su normativa, con base en esos 
procedentes jurisprudenciales:

Artículo 67—Recursos contra el laudo 
	 Contra el laudo dictado por el tribunal 
arbitral, solamente podrán interponerse los 
recursos de nulidad y revisión a que hace 
referencia la sección VI de la Ley RAC.
	 En caso de interposición del recurso de 
nulidad la Sala Primera podrá ordenar el 
reenvío, y el tribunal arbitral deberá cumplir 
con lo ordenado por la Sala. El tribunal, 
entonces, recuperará la competencia para este 
acto y dictará nuevamente el laudo.”

III- Una solución posible: la interpretación 
legal armónica del arbitraje.

A todo problema jurídico, debe buscársele 
solución conforme a Derecho.

La nulidad de un laudo deja a las partes, que aún 
tienen el conflicto pendiente y sin solución, ante 
la opción de volver a un nuevo proceso arbitral, 
porque el acuerdo arbitral subsiste y obliga a 
acudir a ese medio de solución de controversias, 
a menos que conjuntamente decidan someter la 
disputa a la vía judicial o se presente una sumisión 
tácita.

Antes bien, si el problema que provocaría 
la eventual nulidad del laudo es subsanable de 
alguna manera, bien podría dejarse a las partes la 
opción de que soliciten al tribunal arbitral reabrir 
las actuaciones y tomar las medidas que juzguen 
pertinentes, conforme a la dinámica propia del 
procedimiento arbitral.

La Ley Modelo de la UNCITRAL contiene una 
solución apegada a los fundamentos del arbitraje 
(respeto a la voluntad de las partes) y cuyo texto 
es idéntico al artículo 34.2.4 de la Ley No 8937 de 
Arbitraje Comercial Internacional vigente.

Indica el mencionado artículo 34.2.4:

	 4) El tribunal [ se refiere al judicial], cuando 
se le solicite la anulación de un laudo, podrá 
suspender las actuaciones de nulidad, cuando 
corresponda y cuando así lo solicite una de 
las partes, por un plazo que determine a fin 
de dar al tribunal arbitral la oportunidad 
de reanudar las actuaciones arbitrales o de 
adoptar cualquier otra medida que a juicio del 
tribunal arbitral elimine los motivos para la 
petición de nulidad.”

Esa norma habilita al tribunal judicial estatal 
a suspender el trámite del recurso de nulidad y 
si es del caso, respetando el pedido de una de 
las partes, enviarlo al tribunal arbitral para que 
proceda conforme lo estime pertinente, bajo las 
reglas del procedimiento arbitral y sus principios.

Empero, aunque esa norma aplica en nuestro 
país sólo para casos de arbitraje internacional, 
estamos convencidos que cabe su aplicación 
al arbitraje local por cuanto el párrafo final del 
artículo 39 de la Ley RAC dispone:

“Las normas procesales de la legislación 
costarricense integrarán, en lo que resulte 
compatible, el procedimiento arbitral”

Siendo que la ley de arbitraje internacional es 
la norma jurídica con relación directa a la materia 
arbitral y su procedimiento, es la que debe 
utilizarse primero por el intérprete, facilitando 
así una aplicaciónn sistemática, armónica y 
respetuosa de la institución arbitral.
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SEGUNDA PARTE: Arbitraje 
internacional con reglas CIAR.

CAPÍTULO VI

EL CENTRO IBEROAMERICANO 
DE ARBITRAJE CIAR: LA VISIÓN 
DE CIAR

Por Luis Martí Mingarro y Javier Íscar de 
Hoyos

Inicio del arbitraje bajo las reglas del Centro 
Iberoamericano de Arbitraje, CIAR

Las ventajas del arbitraje de CIAR.

Para entender qué es CIAR y cuáles son 
sus ventajas es fundamental hacer un pequeño 
recorrido por su razón de ser y su constitución.

Cuando en marzo de 2015 se constituyó el 
Centro Iberoamericano de Arbitraje (CIAR), se 
culminaba un largo camino fundacional en el que, 
con convicción y perseverancia, los representantes 
institucionales del mundo empresarial y 
profesional de Iberoamérica habían constatado 
la necesidad de que en el espacio cultural y 
jurídico que forman las naciones que componen 
la comunidad iberoamericana se pudiera contar 
con una institución arbitral que respondiera a sus 
comunes aspiraciones en esta materia.

En el mundo de hoy, y no sin esfuerzos, se ha 
generalizado la implantación del arbitraje como 
forma alternativa de resolución de conflictos. Ha 
habido que superar muchas dificultades, tanto en 
el derecho interno de los países como en el ámbito 
del derecho internacional privado. Ahora puede 
decirse que están sustancialmente superadas esas 
dificultades, aunque no faltan ocasiones en las 
que reverdece un cierto rechazo o desconfianza 

de los sistemas jurisdiccionales.

En cualquier caso, en los últimos años del 
siglo pasado y en lo que va de este se ha afianzado 
la convicción generalizada de promover el 
arbitraje, y de que los ordenamientos jurídicos 
y las jurisdicciones que lo aplican superen sus 
recelos, lo acojan decididamente y termine por 
imperar el principio del favor arbitri.

En el espacio iberoamericano se dan estos 
rasgos generales de acogida del arbitraje en los 
ordenamientos jurídicos; y ya iba resultando 
apremiante la aspiración de que en ese espacio 
contáramos con una institución arbitral, tal como 
la esperan quienes actúan en el mundo económico: 
industriales, comerciantes y demás operadores.

En el comercio internacional operaban un 
número limitado de significativos y, sin duda, 
arriesgados y meritorios empresarios además de 
estados o empresas estatales.

Ahora la globalización ha dado presencia en 
ese tráfico internacional a multitud de nuevos 
operadores pequeños y medianos, que por 
centenares de miles llevan a cabo transacciones 
internacionales. En el área iberoamericana las 
grandes instituciones arbitrales internacionales, 
que tienen el mérito de haber contribuido con su 
prestigio y calidad a la implantación del arbitraje 
internacional, podrían no alcanzar a satisfacer 
las expectativas de esos innumerables nuevos 
operadores iberoamericanos que aspiran a poder 
dirimir sus controversias en una sede arbitral con 
la que se sientan identificados.

Las naciones iberoamericanas forman una 
comunidad basada en una cultura y civilización 
compartidas que incluyen elementos jurídicos de 
identidad que no siempre están presentes en las 
grandes instituciones arbitrales internacionales. 
En Iberoamérica queremos relacionarnos como 
nosotros mismos somos; sin necesidad de someter 
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nuestras aspiraciones de justicia a la múltiple y 
difícil traducción de la lengua, de instituciones 
jurídicas y de mentalidades procedentes de otras 
culturas.

La globalización hace común a todos los 
pueblos muchos elementos, pero también da relieve 
a ciertas diferencias. Y el empresariado tanto 
grande como sobre todo de pequeña y mediana 
dimensión ya hace comercio transfronterizo, pero 
no tiene ni el poder ni la influencia de las grandes 
multinacionales ni los medios para utilizar sus 
dispositivos arbitrales de alto porte, que exigen 
viajes, que devengan altos costos y que consumen 
largos tiempos de resolución.

La seguridad jurídica es un valor que está 
presente en toda transacción transfronteriza como 
una exigencia previa para que un empresario 
de cualquier país tome el riesgo de invertir, 
comerciar o tratar con sus iguales de otros países. 
Y el arbitraje es un elemento esencial de esa 
seguridad jurídica que, con la llegada de CIAR, 
los empresarios y abogados iberoamericanos se 
han visto identificados.

CIAR nació, tras un largo proceso de gestación, 
para introducir ese elemento de seguridad jurídica 
que es el arbitraje en un ámbito en el que para 
muchos prácticamente no era alcanzable.

Y si CIAR fue creado por los empresarios y 
por los profesionales de la abogacía, pura sociedad 
civil, es porque son ellos los que pulsan día a día 
los elementos, las circunstancias y las dificultades 
y carencias que concurren en el desarrollo de 
su actividad. Por eso convinieron en dotar al 
mundo iberoamericano de un Centro arbitral 
que respondiera a esas expectativas. El respaldo 
recibido de la Secretaría General Iberoamericana 
(SEGIB) ha servido para que esta iniciativa, que 
en su día sólo era un proyecto, se convirtiera en 
una realidad institucional preparada y consolidada 
para atender esta demanda de arbitraje.

CIAR es un órgano consciente de su esencia 
iberoamericana. Es decir, fue pensado y preparado 
para que los operadores económicos y jurídicos 
de Iberoamérica tengan un acceso fluido y fácil 
y una respuesta de alta calidad, exigente, sin 
dilaciones y económicamente accesible.

La condición iberoamericana es explícita en 
el articulado de los Estatutos CIAR y concierne a 
sus órganos de gobierno velar por el respeto a ese 
principio. El funcionamiento CIAR y su respuesta 
a esa demanda global está preparado para hacer 
honor a tales principios. A ello responde la 
decisión de que sean tres las sedes de sus órganos 
de gobierno (Consejo General de la Abogacía 
Española, en Madrid; Orden dos Advogados do 
Brasil, en Brasilia; y Colegio de Abogados de 
Costa Rica. Tres son también sus Vicepresidentes 
de distintos países (Costa Rica, Brasil y 
Argentina), que junto a su Presidente y Secretario 
General constituyen sus órganos rectores. Y tiene 
CIAR redactados y publicados sus Estatutos 
y Reglamentos, acordes con la normativa 
internacionalmente asumida, compatibles con la 
legislación de nuestros países y capaces de poner 
en marcha al servicio del arbitraje que esperan los 
empresarios de Iberoamérica.

La muy consolidada relación entre los 
empresarios del mundo iberoamericano ha 
dado lugar a la creación y funcionamiento de 
organizaciones como el Consejo de Empresarios 
Iberoamericanos (CEIB) con el que CIAR ha 
suscrito recientemente un convenio que explicita 
esa convicción común tan necesaria para el 
desarrollo e implantación de CIAR.

El apoyo de la SEGIB, que es el órgano 
permanente de las Cumbres de Jefes de Estado 
y de Gobierno, ha dado especial vitalidad 
a las relaciones económicas en el ámbito 
iberoamericano, acogiendo foros empresariales, 
reuniones de pymes, y convocatorias del 
empresariado que han sido escuchadas en las 
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Cumbres y que también han insertado en sus 
resoluciones mensajes de apoyo al CIAR. La 
atención y el apoyo que nos han prestado los más 
altos órganos del poder público nos comprometen 
y nos obligan.

El arbitraje comercial internacional se ha 
consolidado como una práctica solución para 
pacificar conflictos transfronterizos. Una parte 
significativa de este mundo globalizado, las 
pequeñas y medianas empresas de Iberoamérica, 
tiene ahora abierta una puerta de acceso al 
arbitraje. La puerta se llama CIAR. Y por ella 
pueden transitar quienes hasta el momento no 
tenían a su alcance otro arbitraje que el brindado 
por instituciones dignísimas pero distantes en el 
tiempo, lejanas en el espacio, diferenciadas en la 
cultura y desalentadoras en el costo.

¿Cómo acceder a los servicios de CIAR?

Los centros internacionales de arbitraje tienen 
la obligación de generar confianza entre los 
empresarios y los abogados, confianza suficiente 
para dar certidumbre y seguridad jurídica a “su” 
cláusula o convenio arbitral a fin de que, en la 
negociación, primero, la cláusula modelo del 
Centro esté en el abanico de opciones que barajan 
los profesionales y, después, en la posterior 
redacción de los contratos las partes acuerden 
someter los futuros conflictos a esa institución.

CIAR no es ajeno a ello, de ahí que al no 
poder ofrecer decenas de años de experiencia para 
generar confianza, sí cuenta con la fuerza de 63 
socios de 21 países iberoamericanos, entre los que 
destacan Colegios de Abogados, organizaciones 
empresariales, Cámaras de Comercio, 
Universidades y diversas instituciones, que, 
aupados por el apoyo de los jefes de Estado en las 
Cumbres de Jefe de Estado de Cádiz o Veracruz 
y con la presencia de la SEGIB y COMJIB como 
socios de honor, han hecho de CIAR un punto 

de encuentro de confianza para las empresas y 
abogados de Iberoamérica.

Confianza que ha sido reforzada con 
importantes convenios, como el suscrito en el 
año 2017 con la OEA, Organización de Estados 
Americanos que fija una colaboración entre ambas 
instituciones que permitirá la presentación del 
Acuerdo y del arbitraje CIAR ante los embajadores 
de cada país ante la OEA en Washington.

El Acuerdo contempla:

	● la promoción y difusión del arbitraje 
como un mecanismo de resolución de 
controversias;

	● el desarrollo y la implementación de 
proyectos de cooperación jurídica, entre 
otros, para la formación, capacitación y 
actualización de profesionales en las áreas 
de trabajo de cada entidad;

	● la organización y participación conjunta 
en otras actividades de cooperación, tales 
como la investigación, e intercambio 
de experiencias, mejores prácticas y la 
construcción de espacios que faciliten un 
diálogo fluido con otras redes y actores del 
sector;

	● la organización y participación conjunta en 
conferencias, seminarios, mesas redondas y 
otros eventos.

A la postre, el acceso a los servicios de CIAR 
debe comenzar con la inclusión de la cláusula o 
convenio arbitral del Centro en los contratos y 
convenios que, a continuación, queda transcrito:

“Toda controversia derivada de este 
contrato o convenio o que guarde relación 
con él -incluida cualquier cuestión relativa 
a su existencia, validez, terminación, 
interpretación o ejecución-será resuelta 
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definitivamente mediante arbitraje, 
administrado por el Centro Iberoamericano 
de Arbitraje, CIAR, de conformidad con su 
Reglamento de Arbitraje vigente a la fecha 
de presentación de la solicitud de arbitraje. 
El Tribunal Arbitral que se designe a tal 
efecto estará compuesto por [tres/un único] 
árbitro[s] y el idioma del arbitraje será 
el [español/portugués/otro]. La sede del 
arbitraje será [ciudad + país]…”

Si bien los idiomas oficiales del CIAR son 
el español y el portugués, ello no empece a que 
las partes puedan elegir el idioma del arbitraje, al 
igual que la sede o la ley aplicable.

Manejo y estimación de costes ante CIAR.

Como en todo procedimiento arbitral, 
debemos distinguir entre costes ajenos a la 
institución arbitral y costes relacionados con la 
institución arbitral.

CIAR ha sido consecuente con la realidad 
contractual iberoamericana y con la petición 
de que se ofrezca un arbitraje de calidad, pero 
accesible, de ahí que la estimación de costes 
de CIAR sea máximo un 40% de un arbitraje 
tradicional.

Los costes ajenos a la institución arbitral 
comprenden, esencialmente, los honorarios y 
gastos de las defensas de las partes y los honorarios 
y gastos de los expertos de las partes quesuponen, 
en esencia, más del 75% del total de los costes y 
gastos de los arbitrajes.

Las partes en el arbitraje solicitan cada vez 
más certidumbre en tiempos y costes, de cara a 
evitar sorpresas que puedan afectar incluso a la 
viabilidad de la empresa. A veces es más relevante 
acertar en los tiempos y en el coste de acudir al 
arbitraje que en ganar o perder el caso.

Por ello, CIAR ha habilitado, por un 
lado, una calculadora que permite conocer el 
coste de los árbitros y de CIAR y, por otro, ha 
habilitado mecanismos para evitar dilaciones 
indebidas o innecesarias en la terminación de los 
procedimientos y en exigir a las partes que los 
costes que aplican de defensa sean razonables. 35

La Designación de árbitros

La designación de los árbitros en CIAR 
cumple los siguientes principios:

	● Respeta la autonomía de la voluntad de las 
partes. Aunque CIAR considera que las 
partes y abogados deben tener acceso a una 
lista abierta y transparente de árbitros, las 
partes deben poder designar a la persona 
que considere idónea para ser designado o 
designado árbitro, ya sea, de parte, árbitro 

35   Artículo 40. Definición de las costas 
1.	 Las costas del arbitraje se fijarán en el laudo final y 

comprenderán:
a)	 Los derechos de admisión y administración del Centro, 

con arreglo al Anexo A (Derechos del Centro) y, en su 
caso, los gastos de alquiler de instalaciones y equipos 
para el arbitraje.

b)	 Los honorarios y gastos de los árbitros, que fijará o 
aprobará el Centro de conformidad con el Anexo B 
(Honorarios y gastos de los árbitros).

c)	 Los honorarios de los peritos designados, en su caso, 
por el tribunal arbitral; y 

d)	 Los gastos razonables incurridos por las partes para su 
defensa en el arbitraje. 

2. Cuando se realice una interpretación, rectificación o 
adición de un laudo según lo previsto en los artículos 38 a 
40, el tribunal arbitral podrá fijar unas costas que se basen 
en los apartados a) a d) del párrafo 2, pero no computar 
honorarios adicionales.

Artículo 41. Honorarios y gastos de los árbitros 
El Centro fijará los honorarios de los árbitros con arreglo al 
Anexo B (Honorarios y gastos de los árbitros), teniendo en 
cuenta el tiempo dedicado por los árbitros y cualesquiera 
otras circunstancias relevantes, en particular la conclusión 
anticipada del procedimiento arbitral por acuerdo de 
las partes o por cualquier otro motivo y las eventuales 
dilaciones en la emisión del laudo.
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único o presidente del Tribunal Arbitral.

	● Transparencia. CIAR ha creado OSFA, 
Órgano de Supervisión de la Función 
Arbitral, que es el encargado de velar por 
la transparencia y la correcta elaboración 
de las listas de los árbitros (por países y 
por especialidades), así como, en ausencia 
de pacto de las partes, la designación de la 
persona que, además de ser independiente 
e imparcial, esté disponible, tenga la 
experiencia suficiente y los conocimientos 
de la materia objeto de controversia.

	● Control ético de CIAR.  Aprobado por la 
Asamblea General establece cómo debe 
ser la práctica arbitral. El árbitro deberá 
conducirse con absoluta independencia, 
imparcialidad y autonomía en el ejercicio 
de sus funciones, sin aceptar sugerencias, 
presiones y/o interferencias de cualquier 
índole. 36

36  El árbitro deberá conducirse con absoluta independencia, 
imparcialidad y autonomía en el ejercicio de sus funciones, 
sin aceptar sugerencias, presiones y/o interferencias de 
cualquier índole.

Respetar la autonomía del Tribunal Arbitral en funciones, 
implica corregir cualquier irregularidad o anomalía, dentro 
de los mecanismos de control que provee el mismo sistema 
arbitral estructurado orgánicamente por el CIAR.

Los árbitros sólo aceptan el cargo cuando en conciencia 
se sientan capaces de desempeñar su tarea con absoluta 
independencia, y para decidir la cuestión planteada con 
arreglo a la más estricta justicia.

El árbitro tiene una responsabilidad, no sólo ante las 
partes, sino ante el proceso de arbitraje propiamente dicho 
y debe observar los más altos principios de conducta.

El árbitro deberá reconocer su responsabilidad ante el 
público, ante las partes sobre cuyos derechos se decida y ante 
todos los demás participantes dentro del procedimiento. Se 
deben interpretar y aplicar rigurosamente las disposiciones 
contenidas en este Código para impulsar prioritariamente 
estos objetivos.

Los árbitros deberán cumplir sus funciones con plena 
libertad, comportarse de forma equitativa frente a todas las 
partes que intervienen en el proceso y, no deben dejarse 
influenciar por ningún tipo de coacción o imposición, 
la opinión pública, el temor a las críticas o sus propios 
intereses.

En definitiva, en ausencia de pacto de las 
partes, la Secretaría General de CIAR, previo 
informe de OSFA, selecciona la o el candidato 
que considera idóneo y que, por supuesto, reúna 
todos los requisitos y estándares de calidad, 
imparcialidad, disponibilidad e independencia 
internacionales.

El manejo del Arbitraje bajo las reglas CIAR

Consejos útiles para prepararse de cara al 
procedimiento

El mejor consejo viene recogido en el 
preámbulo del Reglamento de Procedimiento 
del Centro de Arbitraje Iberoamericano que 
ya nos dice que se ha considerado como pauta 
el Reglamento de arbitraje de la Comisión de 
Naciones Unidas para el Desarrollo Mercantil 
Internacional (CNUDMI) 37.

37   Caso CCI No. 7604-7610: “La extensión de los efectos 
jurídicos de un acuerdo arbitral a un tercero no-signatario, 
cuando las circunstancias del negocio en cuestión 
demuestren la existencia de una voluntad común de las partes 
en el proceso, de considerar a ese tercero como involucrado 
en una forma considerable o como una verdadera parte en 
el contrato que contiene la cláusula arbitral, o cuando las 
circunstancias permiten presumir que ese tercero aceptó el 
sometimiento a ese contrato especialmente si lo reconoció 
expresamente.”

(Ver, Collection of ICC Awards, 1996-2000, ed. Kluwer 
Law Internacional, pp. 510 y ss.). Caso CCI No. 5103: 
“Se cumplen las condiciones que llevan a reconocer la 
unidad del grupo económico, ya que todas las sociedades 
que lo componen tienen la misma participación, tanto real 
como aparente en una relación contractual internacional 
compleja, en la cual los intereses del grupo prevalecen por 
sobre el de cada una de ellas. La seguridad de las relaciones 
económicas internacionales exige que se tome en cuenta esa 
realidad económica y que todas las sociedades del grupo 
respondan conjunta y solidariamente por las deudas de las 
que ellas, directa o indirectamente, sacaron provecho” (Ver 
Collection of ICC Awards, 1986-1990, ed. Kluwer Law 
Internacional, pp. 361 y ss.)
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Por tanto, como ante cualquier procedimiento, 
conviene conocer perfectamente las reglas del 
Centro antes de iniciar el arbitraje y, en caso de 
duda, no hay mejor consejo que el que puedan dar 
desde la secretaría general del centro, consejos 
útiles que no comprometan, por supuesto, al 
centro.

El manejo de procedimientos de urgencia y 
medidas cautelares

Las medidas cautelares están recogidas 
en el artículo 25 del reglamento CIAR 38 que 
esencialmente establece que el tribunal arbitral 
podrá, a instancia de una de las partes, otorgar 
medidas cautelares.

Los elementos que establece el reglamento 
parten de los principios consagrados de periculum 
in mora y fumus boda fides recogidos en dicho 
artículo. 

38  Caso CCI No. 7604-7610: “La extensión de los efectos 
jurídicos de un acuerdo arbitral a un tercero no-signatario, 
cuando las circunstancias del negocio en cuestión 
demuestren la existencia de una voluntad común de las partes 
en el proceso, de considerar a ese tercero como involucrado 
en una forma considerable o como una verdadera parte en 
el contrato que contiene la cláusula arbitral, o cuando las 
circunstancias permiten presumir que ese tercero aceptó el 
sometimiento a ese contrato especialmente si lo reconoció 
expresamente.” 

(Ver, Collection of ICC Awards, 1996-2000, ed. Kluwer 
Law Internacional, pp. 510 y ss.). Caso CCI No. 5103: 
“Se cumplen las condiciones que llevan a reconocer la 
unidad del grupo económico, ya que todas las sociedades 
que lo componen tienen la misma participación, tanto real 
como aparente en una relación contractual internacional 
compleja, en la cual los intereses del grupo prevalecen por 
sobre el de cada una de ellas. La seguridad de las relaciones 
económicas internacionales exige que se tome en cuenta esa 
realidad económica y que todas las sociedades del grupo 
respondan conjunta y solidariamente por las deudas de las 
que ellas, directa o indirectamente, sacaron provecho” (Ver 
Collection of ICC Awards, 1986-1990, ed. Kluwer Law 
Internacional, pp. 361 y ss.)

La parte que solicite alguna medida 
cautelar deberá, en esencia, convencer al 
tribunal arbitral de (i) que de no otorgarse la 
medida cautelar es probable que se produzca 
algún daño, no resarcible adecuadamente 
mediante una indemnización, que sea 
notablemente más grave que el que pueda 
sufrir la parte afectada por la medida, 
caso de ser ésta otorgada; y (ii) Existe una 
posibilidad razonable de que su demanda 
sobre el fondo del litigio prospere.

En definitiva se pretende que se 
mantenga o restablezca el statu quo en 
espera de que se dirima la controversia, que 
se adopten medidas para impedir i) algún 
daño actual o inminente, o ii) el menoscabo 
del procedimiento arbitral, o se abstenga de 
llevar a cabo ciertos actos que probablemente 
ocasionarían dicho daño o menoscabo al 
procedimiento arbitral o que se proporcione 
algún medio para preservar bienes que 
permitan ejecutar todo laudo subsiguiente o 
se pretenda preservar elementos de prueba 
que pudieran ser relevantes y pertinentes 
para resolver la controversia.

¿Cómo prepararse para las audiencias?

Posiblemente la respuesta está en la pregunta 
y sirva para cualquier audiencia. Hay que ir 
preparado a las audiencias. No se debe dejar nada 
al azar. No se debe improvisar. Las sorpresas 
suelen ser perjudiciales para quien no las espera 
y hay que estudiar y examinar todos y cada uno 
de los elementos de la audiencia. Desde los 
memoriales, hasta los expertos, pasando por los 
testigos, y cualquier elemento que pueda permitir 
sorprender al Tribunal. Recordemos que hay que 
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convencer al Tribunal. Esa es la misión de la 
Audiencia. El Tribunal está instruido, por lo que 
conviene tener en cuenta en dónde se debe incidir 
para que un elemento esencial en la audiencia 
decante el caso a favor la parte.

El laudo y las decisiones bajo las reglas CIAR.

¿Cómo facilitar la redacción y emisión de los 
laudos?

Es el momento clave dado que posiblemente 
es en la redacción del laudo donde se diferencia 
y/o destaca la calidad y experiencia de los árbitros. 

El reglamento CIAR establece que el laudo 
puede ser firmado por la mayoría y las órdenes 
procesales por el presidente en nombre del 
Tribunal. 39

Y rigen los siguientes elementos 40:

39  Artículo 33. Decisiones
1.	 Cuando haya más de un árbitro, todo laudo u otra 

decisión del tribunal arbitral se dictará por mayoría de 
votos de los árbitros.

2.	 En lo que se refiere a cuestiones de procedimiento, si 
no hubiera mayoría, o si el tribunal arbitral hubiese 
autorizado al árbitro presidente a hacerlo, este podrá 
decidir por sí solo, a reserva de una eventual revisión 
por el tribunal arbitral.

40  Artículo 34. Forma y efectos del laudo 
1.	 El tribunal arbitral podrá dictar laudos separados sobre 

diferentes materias en diferentes etapas procedimentales.
2.	 Todos los laudos se dictarán por escrito y serán 

definitivos y obligatorios para las partes. Las partes se 
comprometen a cumplir el laudo sin demora.

3.	 El laudo deberá ser motivado.
4.	 Los árbitros se pronunciarán en el laudo, en todo caso 

motivadamente, sobre las costas del arbitraje. 
5.	 El laudo será firmado por los árbitros y contendrá la 

fecha en que se dictó e indicará el lugar del arbitraje. 
Cuando haya más de un árbitro y alguno de ellos no 
firme, se indicará en el laudo el motivo de la ausencia de 
la firma.

6.	 El laudo se remitirá al Centro para su notificación 
a las partes en tantos originales como partes hayan 

	● Debe ser por escrito.

	● El laudo ha de estar motivado.

	● Los árbitros deben pronunciarse y motivar 
las costas.

	● Si un árbitro no firma debe motivarse el 
motivo de su ausencia.

	● Escrutinio. El tribunal arbitral debe enviar 
el borrador de laudo con, al menos, 15 días 
de antelación para escrutinio de la Corte.

	● Publicidad. Las partes pueden consentir que 
se publique todo o parte del laudo.

La ejecución del laudo y otras decisiones 
conforme a las reglas CIAR

Los laudos deben ser ejecutables y deben 
pasar los filtros de apoyo y control judicial de la 
sede del arbitraje y de aquellas sedes en los que se 
pretenda ejecutar.

Las funciones de apoyo dependen de la calidad 
del laudo, por lo que cumpliendo los estándares 
internacional un laudo CIAR debería poder ser 
ejecutado en cualquier estado que cumpla con los 
convenios internacionales sobre reconocimiento 
y ejecución de sentencia arbitrales.

Es cierto que la reputación del Centro de 

participado en el arbitraje y un original adicional, que 
quedará depositado en el archivo habilitado al efecto por 
el Centro. 

7.	 Dentro del término de quince (15) días el Centro podrá 
advertir a los árbitros la existencia de eventuales errores 
materiales o meramente formales, a los efectos de su 
subsanación o corrección en similar plazo. En caso 
contrario lo notificará a las partes. 

8.	 Podrá hacerse público el laudo con el consentimiento 
de las partes o cuando una parte tenga la obligación 
jurídica de darlo a conocer para proteger o ejercer un 
derecho, y en la medida en que así sea, o con motivo de 
un procedimiento legal ante un tribunal u otra autoridad 
competente.
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Arbitraje y del árbitro ayudan a facilitar esa 
ejecución y habrá que tener en cuenta siempre el 
orden público que afecta a la sede como el orden 
público que pueda afectar al lugar o lugares donde 
se pretenda ejecutar el laudo.

Respecto del control del laudo, nos encontramos 
con elementos exógenos a la institución arbitral, 
dado que son los juzgados locales, generalmente 
los de la sede, los que analizan que el Tribunal 
Arbitral haya cumplido con los principios básicos 
que integran el arbitraje como son la igualdad, la 
contradicción y la defensa, y demás requisitos que 
hagan que el laudo sea ejecutable y no anulable, 
lo que ocurre en la mayoría de los casos.

$$$/Dialog/Behaviors/GoToView/DefaultURL
$$$/Dialog/Behaviors/GoToView/DefaultURL

	Botón 12: 
	Página 58: 
	Página 59: 
	Página 60: 
	Página 61: 
	Página 62: 
	Página 63: 
	Página 64: 
	Página 65: 
	Página 66: 
	Página 67: 
	Página 68: 
	Página 69: 
	Página 70: 
	Página 71: 
	Página 72: 
	Página 73: 
	Página 74: 
	Página 75: 
	Página 76: 
	Página 77: 
	Página 78: 
	Página 79: 
	Página 80: 
	Página 81: 
	Página 82: 
	Página 83: 
	Página 84: 
	Página 85: 
	Página 86: 
	Página 87: 
	Página 88: 
	Página 89: 
	Página 90: 
	Página 91: 
	Página 92: 
	Página 93: 
	Página 94: 
	Página 95: 
	Página 96: 
	Página 97: 
	Página 98: 
	Página 99: 
	Página 100: 
	Página 101: 
	Página 102: 
	Página 103: 
	Página 104: 
	Página 105: 
	Página 106: 
	Página 107: 
	Página 108: 

	Button 19: 
	Página 58: 
	Página 59: 
	Página 60: 
	Página 61: 
	Página 62: 
	Página 63: 
	Página 64: 
	Página 65: 
	Página 66: 
	Página 67: 
	Página 68: 
	Página 69: 
	Página 70: 
	Página 71: 
	Página 72: 
	Página 73: 
	Página 74: 
	Página 75: 
	Página 76: 
	Página 77: 
	Página 78: 
	Página 79: 
	Página 80: 
	Página 81: 
	Página 82: 
	Página 83: 
	Página 84: 
	Página 85: 
	Página 86: 
	Página 87: 
	Página 88: 
	Página 89: 
	Página 90: 
	Página 91: 
	Página 92: 
	Página 93: 
	Página 94: 
	Página 95: 
	Página 96: 
	Página 97: 
	Página 98: 
	Página 99: 
	Página 100: 
	Página 101: 
	Página 102: 
	Página 103: 
	Página 104: 
	Página 105: 
	Página 106: 
	Página 107: 
	Página 108: 

	Botón 5: 
	Página 58: 
	Página 59: 
	Página 60: 
	Página 61: 
	Página 62: 
	Página 63: 
	Página 64: 
	Página 65: 
	Página 66: 
	Página 67: 
	Página 68: 
	Página 69: 
	Página 70: 
	Página 71: 
	Página 72: 
	Página 73: 
	Página 74: 
	Página 75: 
	Página 76: 
	Página 77: 
	Página 78: 
	Página 79: 
	Página 80: 
	Página 81: 
	Página 82: 
	Página 83: 
	Página 84: 
	Página 85: 
	Página 86: 
	Página 87: 
	Página 88: 
	Página 89: 
	Página 90: 
	Página 91: 
	Página 92: 
	Página 93: 
	Página 94: 
	Página 95: 
	Página 96: 
	Página 97: 
	Página 98: 
	Página 99: 
	Página 100: 
	Página 101: 
	Página 102: 
	Página 103: 
	Página 104: 
	Página 105: 
	Página 106: 
	Página 107: 
	Página 108: 

	Button 18: 
	Página 58: 
	Página 59: 
	Página 60: 
	Página 61: 
	Página 62: 
	Página 63: 
	Página 64: 
	Página 65: 
	Página 66: 
	Página 67: 
	Página 68: 
	Página 69: 
	Página 70: 
	Página 71: 
	Página 72: 
	Página 73: 
	Página 74: 
	Página 75: 
	Página 76: 
	Página 77: 
	Página 78: 
	Página 79: 
	Página 80: 
	Página 81: 
	Página 82: 
	Página 83: 
	Página 84: 
	Página 85: 
	Página 86: 
	Página 87: 
	Página 88: 
	Página 89: 
	Página 90: 
	Página 91: 
	Página 92: 
	Página 93: 
	Página 94: 
	Página 95: 
	Página 96: 
	Página 97: 
	Página 98: 
	Página 99: 
	Página 100: 
	Página 101: 
	Página 102: 
	Página 103: 
	Página 104: 
	Página 105: 
	Página 106: 
	Página 107: 
	Página 108: 

	Botón 6: 
	Página 58: 
	Página 59: 
	Página 60: 
	Página 61: 
	Página 62: 
	Página 63: 
	Página 64: 
	Página 65: 
	Página 66: 
	Página 67: 
	Página 68: 
	Página 69: 
	Página 70: 
	Página 71: 
	Página 72: 
	Página 73: 
	Página 74: 
	Página 75: 
	Página 76: 
	Página 77: 
	Página 78: 
	Página 79: 
	Página 80: 
	Página 81: 
	Página 82: 
	Página 83: 
	Página 84: 
	Página 85: 
	Página 86: 
	Página 87: 
	Página 88: 
	Página 89: 
	Página 90: 
	Página 91: 
	Página 92: 
	Página 93: 
	Página 94: 
	Página 95: 
	Página 96: 
	Página 97: 
	Página 98: 
	Página 99: 
	Página 100: 
	Página 101: 
	Página 102: 
	Página 103: 
	Página 104: 
	Página 105: 
	Página 106: 
	Página 107: 
	Página 108: 



